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			Introducción

			Lucía Dammert
Pamela Figueroa

			El proyecto de este libro surge en 2020 en diversas conversaciones, con el escritor y director de la Editorial Usach, Galo Ghigliotto. Se nos presentaba la inquietud académica, y sobre todo ciudadana, de cómo poder elaborar un libro que analizara desde perspectivas diversas nuestra democracia. Un análisis de especialistas, pero fundamentalmente pensando en llegar a públicos más amplios, en personas de diversas edades, territorios y realidades, considerando el momento histórico que vive el país y la creciente repolitización de nuestra sociedad a partir de las movilizaciones sociales de 2018 (la revolución feminista) y 2019 (el estallido social).

			Chile vive un momento histórico. Se cierra un ciclo político, social y económico. Nos enfrentamos a una crisis de legitimidad y confianza, un cuestionamiento a las desigualdades y discriminaciones de nuestra sociedad, que se han acrecentado mientras vivimos una pandemia de alcance global que no sólo ha afectado la salud y vida de las personas, sino que nos ha hecho cuestionar la forma en que vivimos y que organizamos el poder político. 

			A partir de las movilizaciones sociales de 2019, y de un largo proceso de cuestionamiento de la Constitución política que nos rige, en noviembre de 2019, once de los diecisiete partidos políticos con representación en el Congreso pactaron un mecanismo de cambio constitucional a través del Acuerdo por la Paz y la nueva Constitución. El 25 de octubre de 2020, en un plebiscito nacional llevado a cabo en medio de la pandemia, con elecciones regidas por un protocolo sanitario y estado de excepción constitucional, las chilenas y chilenos optaron mayoritariamente por iniciar un itinerario constituyente a través de una Convención Constitucional. Por primera vez en la historia tendremos la oportunidad de elaborar una Constitución nacida en democracia, con representación paritaria, escaños reservados para pueblos indígenas, inclusión de minorías y una alta participación de candidaturas independientes junto con los partidos políticos. Este escenario constitucional es una posibilidad para concurrir a un nuevo pacto político y social, y pensar el Chile que queremos.

			La Universidad de Santiago de Chile, institución pública de excelencia comprometida con nuestro país y la democratización del conocimiento, se propone aportar de diversas maneras a este debate y reflexión nacional. Este libro es una contribución a ese proceso.

			El libro se organiza en cuatro secciones que buscan relevar los ejes del debate central en el análisis y redefinición de nuestra democracia. La primera sección incluye los capítulos del premio nacional de Historia, Gabriel Salazar, y de la directora de la Academia Chilena de la Lengua, Adriana Valdés. Ambos ponen énfasis en una mirada del Chile que se está formando desde una perspectiva de análisis retrospectivo, analizando las múltiples dimensiones y elementos de la construcción del “enemigo interno” en el primer caso y de las transformaciones de la lengua en el segundo. Luego, desde la mirada sociológica de la sociedad y sus individuos propuesta por Kathya Araujo, encontramos una sólida producción académica que reitera la necesidad de mirar los procesos que están en las bases mismas de la experiencia de la vida en sociedad. Finalizando con esta sección, José Francisco García y Tomás Jordán desarrollan los principales temas que serán abordados en el debate constituyente en curso. A partir de un amplio estudio de los temas relevantes de la discusión política, intelectual y académica de los últimos años exploran la capacidad que deberán tener los convencionales constitucionales para lograr construir los acuerdos en esas materias en miras al nuevo texto constitucional. Explican las principales materias constitucionales, los 40 años de discusión constitucional en Chile, y lo que definen como los once temas sustantivos del debate constitucional.

			La segunda sección contiene siete capítulos que abarcan interesantes análisis sobre el sistema político chileno. Para empezar, Pamela Figueroa estudia las reformas políticas y constitucionales que han buscado abordar la crisis de legitimidad y confianza que ha vivido el sistema político chileno durante la última década, con especial énfasis en aquellas reformas que han ido dirigidas a la inclusión de las mujeres, enfocando este proceso de reformas desde la perspectiva de género. El capítulo de Valeria Palanza aborda el tema del régimen político, el poder presidencial y el desequilibrio existente entre los poderes y el déficit democrático. Analiza los motivos de la concentración de poder presidencial, en relación con los otros poderes, el legislativo y judicial. Plantea que el poder presidencial fue fortalecido de manera exacerbada por diseño, especialmente en la Constitución de 1980, y cómo esto ocasiona el desplazamiento del Congreso de la toma de decisiones públicas. Desde un análisis de los sistemas electorales que rigen —o han regido— las elecciones del país, Ricardo Gamboa y Sergio Toro aportan a la reflexión que se dará en torno al proceso constituyente. Consideran que el diseño político institucional será central en el debate constituyente, y en ese contexto las fórmulas electorales serán muy importantes para garantizar mayor legitimidad a la arquitectura institucional del país. Seguidamente, Marcelo Mella Polanco analiza en profundidad la articulación política en contexto de crisis, considerando el contexto de régimen presidencial y un sistema multipartidista. Chile ha mostrado excepcionalidad en el contexto latinoamericano, por la alta capacidad de procesar institucionalmente los conflictos y la adaptabilidad de los partidos políticos. Su trabajo analiza la función de articulación de gobiernos y élites como mecanismo para resolver la incapacidad de agencia y la erosión de la interacción cooperativa. Por otra parte, el análisis de las políticas sociales en Chile es tomado por Rossana Castiglioni, ilustrando los procesos de segregación y exclusión, así como las complejidades de un proceso que ponga énfasis en la disminución de las desigualdades. La discusión sobre la heterogeneidad subnacional es estudiada por Claudio Fuentes González, quien aborda las capacidades institucionales de los municipios desde una dimensión administrativa y técnica, considerando también una hipótesis sobre el talento humano como una condición necesaria para una correcta descentralización. Para finalizar esta sección, Stéphanie Alenda analiza el sistema de partidos en su relación a la sociedad chilena. El texto examina las razones de la baja capacidad del sistema de partidos de revertir la crisis de intermediación política, las dimensiones institucionales, culturales e identitarias de los partidos políticos chilenos en miras a explicar cómo a pesar de su baja legitimidad siguen jugando un rol clave en el sistema político.

			La tercera sección analiza los principales desafíos de la democracia a partir del rol del “orden y la seguridad” en el desarrollo institucional chileno, y de la importancia del rol internacional de Chile. Partiendo por un análisis de las fuerzas armadas desarrollado por la académica Mireya Dávila y seguido por una perspectiva analítica desarrollada por la académica Lucía Dammert enfocada en las policías, especialmente en Carabineros de Chile. Temas muchas veces invisibilizados en la agenda política, son claves en el Chile post estallido para entender los enclaves autoritarios y los espacios de construcción de mayor control civil. La importancia del rol de la internacionalización de las regiones y la necesidad de un avance en la política exterior descentralizada es el énfasis del capítulo desarrollado por Paulina Astroza. La revisión de la importancia del rol internacional de Chile continúa a partir del análisis de la política exterior de Gilberto Aranda Bustamante, que propone una matriz de interpretación de las decisiones reconociendo que la orientación de la política exterior chilena tuvo un alto grado de continuidad producto del consenso político en el período 1990-2018. Por su parte, el experto en temas internacionales, Gabriel Gaspar, que identifica los espacios de continuidad y fractura. En ese contexto la relación de Chile con América Latina tiene un rol principal que se destaca en el capítulo de Paz Milet.

			La cuarta y última sección abarca los principales desafíos de la democracia chilena post estallido social, reconociendo que muchos de estos problemas y clivajes estaban presentes en el país desde el regreso de la democracia, pero que fueron lentamente haciéndose presentes en la agenda ciudadana primero y sólo posteriormente en la política. Comenzando con Teresa Valdés Echeñique, su capítulo enfatiza en la necesidad de mirar a Chile con perspectiva de género, reconociendo esta tarea no como una propuesta sino como un requisito indispensable para conformar un país efectivamente inclusivo. Con este mismo objetivo los académicos Verónica Figueroa Huencho y Fernando Pairican analizan los temas pendientes y las posibles vías de solución a la incapacidad que ha evidenciado el Estado para establecer un diálogo serio desde el reconocimiento y no discriminación de los pueblos originarios. En el contexto de la crisis ambiental, Fernando Estenssoro incorpora el medio ambiente en la ecuación junto con la aparente dicotomía con el desarrollo económico, cerrando así un análisis de los desafíos principales con una perspectiva integral donde una de las principales medidas es el cambio en la relación que tenemos con el medio ambiente que nos rodea y protege. Por otra parte, María Jaraquemada entrega un detallado análisis de los avances, pero también desafíos pendientes en la lucha contra la corrupción, analizando el rol de la política y del sector privado en este proceso. Desde la mirada de la necesaria descentralización regional, Egon Montencinos pone énfasis en los desafíos que esta temática impone en el debate constitucional que se avecina durante el 2021, que implica necesarias especialidades institucionales urgentes para enfrentar los desafíos sociales, políticos, económicos, culturales y ambientales. Sin duda, esta sección no estaría completa sin reconocer los desafíos urbanos y territoriales que analiza el académico Matías Garretón en su capítulo, con respecto a las complejidades de un desarrollo urbano marcado por la concentración, la desigualdad y las fracturas en diversos ejes de la organización social.

			Esta colaboración, escrita desde la paridad y la multidisciplinariedad nos plantea interrogantes y temas urgentes que configuran la democracia chilena, así como señalan algunos caminos para la construcción de una sociedad diferente. Escrito y revisado en medio de la pandemia, este volumen reconoce los desafíos que ha generado la distribución desigual del trabajo doméstico y el cuidado, así como las enormes presiones para el logro de metas del mundo académico. 

			Queremos agradecer a la Universidad de Santiago de Chile por su apoyo y compromiso con la divulgación del conocimiento, a la Facultad de Humanidades de la Universidad de Santiago de Chile por el apoyo en los procesos de investigación y docencia que nos han permitido ir pensando cómo funciona la democracia en Chile, y a la editorial de la Universidad de Santiago, especialmente a Galo Ghigliotto y Catalina Echeverría por su profesionalismo y compromiso en el desarrollo de este proyecto. Agradecemos especialmente a todos y todas los renombrados especialistas que han colaborado para que finalmente podamos llegar a la penúltima etapa: la publicación. La última etapa, tal vez la más relevante para las editoras, es su utilización como aporte preliminar para los debates fundamentales que como sociedad estaremos desarrollando entre los próximos años. Finalmente queremos agradecer a Nicole Ayala, destacada joven investigadora, que ha revisado minuciosamente cada uno de los capítulos y el manuscrito final para poder arribar a su publicación como corresponde.

			
		


Parte I 
Chile: una mirada en perspectiva


		
			1
 La sociedad y el “poderoso enemigo interno”

			Gabriel Salazar

			Proceso constituyente, sí, pero ¿qué identidad nacional?

			El 80% de la ciudadanía llevaba un mes rugiendo en las calles… 

			Temblaba el Palacio de Gobierno… 

			Llameaba el pavimento… Se incendiaba la plaza… La bandera mapuche flameaba, a todo lo ancho del horizonte… El cielo, enrojecido, se cubrió de ecos… Mientras se estropeaba, abajo, la “infraestructura crítica”… Y fue entonces cuando, consternados, los políticos corrieron al Parlamento (¡la ciudadanía estaba en todas partes!). Y era pasada la medianoche cuando los parlamentarios, temblorosos, abrazados, húmedos los ojos, acordaron —¡oh, el pueblo!— programar el “proceso constituyente”… 

			Era la primera vez que lo hacían, tras 200 años de historia…

			Y era también que nunca antes la ciudadanía había rugido, junta, en toda su amplitud, para hacer sentir a quien quisiera, al unísono, lo que era todo su poder. Y en latitud y longitud, el norte de su voluntad soberana. Y se supo que su decisión no apuntaba tanto a los huéspedes de turno en La Moneda, ni tanto al modelito importado del exterior por comerciantes e impuesto en Chile por torturadores, sino más allá. Pues traía, a punto de reventar en su memoria, todos los problemas históricos no-resueltos que se arrastran desde el siglo xvi… Pues ¿no marchaba allí el pueblo mapuche, al que le han usurpado su territorio desde el siglo xvi? ¿No marchaba allí el pueblo mestizo, al que lo dejaron sin derechos desde el siglo xvii hasta comienzos del xx?

			El 18 de octubre —¡qué duda cabe!— traía más trascendencia histórica que actualidad político-convencional… Pues, si en 1810 los “pueblos comuneros” de Hispanoamérica se independizaron del Antiguo Régimen Absolutista (vengando su expulsión de Europa desde el siglo xvi), el 18 de octubre de 2019 se inició, en Chile, la ‘liberación soberana’ del pueblo-ciudadano contra los resabios de ese Antiguo Régimen.

			Sin embargo, en la vorágine misma de un proceso de tal magnitud, ¿qué decidieron los políticos? Primero que nada: seguir siendo políticos (profesionales). Segundo: seguir gobernando el país (el deber de todo político es gobernar, sin jubilar). Tercero: aplicar la Constitución (ilegítima) de 1980... 

			Y su razonamiento íntimo fue: ‘como quiera que se muevan y cambien el humor ciudadano y el gran carro alegórico de la Historia, el gobierno del devenir ciudadano debe seguir. Prevalecer. Es irrenunciable. Porque se mueve por encima de la historia: es, por eso, a-histórico… De modo que, queridos ‘electores’: elíjase ahora una “Convención Constitucional” regulada por la Ley Fundamental de 1980 (la cual será reformada a este efecto). Nosotros somos expertos en racionalizar el devenir social, en toda coyuntura histórica: sea normal, o ‘constituyente’. La soberanía popular nos necesita. Por tanto, la ‘soberanía’ no nos puede ni reformar, ni derribar: somos intocables. Nos corresponde, pues, ser impertérritos. Las revoluciones, a la hora de institucionalizarse a sí mismas, dependen de nuestra sapiencia jurídica. Así que no temáis: mientras nosotros, los proveedores de Ley, permanezcamos abrazados, incluso emocionados —pero ‘blindados’ por nuestra piel y el orden público—, el “orden legal” que proponemos canalizará, protegerá y asegurará vuestras decisiones… Somos, pues, “imprescindibles” (Bertold Brecht)’… 

			Y se convocaron ‘a elecciones’. Es decir: a elegir (no a “deliberar”). Con un voto o mandato individual (no “colectivo”), secreto (no “asambleario”) y contra promesa de candidato (no por “mandato ciudadano”). Es decir: ‘otra’ elección liberal rutinaria de parlamentarios… Y por supuesto, los primeros en inscribirse en esa elección fueron militantes de partido, parientes de políticos profesionales, seguidores de líderes, políticos desgastados, y todos los que aspiran a iniciar una carrera política. ¿Y los candidatos independientes?... ¡Ah, ellos!: que se arreglen como puedan. A menos que… Si ayer la ambición era ser electo “Legislador”, hoy es ser electo “Constituyente”. La fuerza aplanadora del electoralismo liberal no hace distinción entre una cosa y otra. Todo es individualismo e institucionalismo. Nada, propiamente, histórico… 

			¿Esta es la forma ‘regulada’ que adoptará el proceso ‘Constituyente’ que vivimos? 

			¿Se trata de vivir el tiempo histórico-constituyente sin conciencia histórica? ¿De confundir la historia trascendental del pueblo con el circuito cerrado de las mercancías políticas con “marca registrada” en la Constitución (ilegítima) de 1980? 

			Algo huele mal en esa ‘regulación’.

			Porque ¿qué es lo que, en definitiva, es necesario cambiar? “Nada que no sea institucional”, piensan los políticos. El problema es, sin embargo, que la ciudadanía viene con una memoria histórica sobrecargada con problemas históricos no-resueltos que arrastra desde el siglo xvi… ¿Qué sociedad somos, entonces?... ¿Una sociedad moderna, liberal, electoralista e individualista —tipo OCDE—, o una sociedad que (según la memoria histórica ciudadana) no ha logrado superar el tercer día de su creación colonial? Si somos la primera, tal vez los políticos tengan razón. Pero si somos la segunda, ¿deben esos políticos seguir jugando su juego habitual, tirando comodines a diestra y siniestra, cubriendo todo con el acomodaticio bluff electoral? 

			Como se sabe, las elecciones, en el sistema liberal, constituyen el único juego triunfal. Y por eso, el proceso histórico real, en ese sistema, queda bajo el tapete, sin jugar; descartado de antemano, y destinado a ser un subproducto útil para el despliegue positivista de los historiadores… Y también para que la sociedad civil rumie, resignada, su propia memoria. Según dure su paciencia.

			Lo cierto es que la sociedad civil chilena, como tal, no ha sido estudiada a fondo. Nunca. Ni por historiadores, ni por sociólogos, ni por los llamados “politólogos”... Pero sí ha sido definida por la Ley. Porque en Chile, en relación a los problemas históricos de arrastre, la Ley corre delante de las Ciencias Sociales. Y es porque todas las Constituciones políticas que ha tenido el país han sido ilegítimas, de modo que puede decirse que la Ley ha ido por delante de los hechos, ya que ninguna de ellas ha sido o es la transcripción directa de la decisión soberana del pueblo. Tampoco ha transcrito la voz inaudible de los académicos… Pero sí ha sido la voz voluntariosa de la oligarquía dominante (cuya apologética privada se transcribe como: “de la Patria”). 

			Y corren por ahí, libremente, enjambres de mitos oligárquicos de diversa raíz y ambiciosa perennidad. Mitos que siempre se han definido, taxativa y apodícticamente, en los primeros artículos de las Constituciones Políticas (ilegítimas) que ha tenido en Chile. Allí, arriba, donde se ‘define’ el Olimpo del pueblo chileno. Donde, entre nubes, conviven la Nación, el Estado y la República. El complejo metafísico que los historiadores conservadores llamaron el “alma del pueblo”. Donde, en cambio, no se definen, ni lo que es la sociedad chilena, ni lo que es o debería ser la soberanía popular. 

			Por ejemplo, la Constitución de 1833 (madre de todas las Constituciones que ha tenido Chile), dice, en su Capítulo II, artículos 3 y 4: “La República de Chile es una e indivisible. La soberanía reside esencialmente en la Nación, que delega su ejercicio en las autoridades que establece esta Constitución”… La Constitución de 1925, por su parte, señala: Capítulo I, artículos 1, 2 y 3: “El Estado de Chile es unitario… La soberanía reside esencialmente en la Nación, la cual delega su ejercicio en las autoridades que esta Constitución establece. Ninguna persona o reunión de personas puede tomar el título o representación del pueblo, arrogarse sus derechos, ni hacer peticiones en su nombre. La infracción de este artículo es sedición”… Y la Constitución de 1980: Capítulo I, artículos 3, 5: “El Estado de Chile es unitario… La soberanía reside esencialmente en la Nación. Su ejercicio se realiza por el pueblo a través del plebiscito y de elecciones periódicas, y también, por las autoridades que esta Constitución establece. Ningún sector del pueblo ni individuo alguno puede atribuirse su ejercicio”.

			Nótese que se usan como sinónimos, en los tres casos, los conceptos de “República”, “Estado” y “Nación”, y en los tres casos se anuncia que ellos aluden a una entidad (¿social o política?) que es “una e indivisible” y/o “unitaria”. Se asume, por tanto, que la Nación (residencia, en los tres casos, de la “soberanía” a secas) es igualmente unitaria e indivisible… Con estos rasgos, pues, “Nación” —lo mismo que “República” y “Estado”— es un concepto abstracto, no un concepto concreto, real, vivo.

			Con todo, siendo la Nación una ‘abstracción’ (metafísica), los constituyentes asumieron con toda naturalidad que, pese su naturaleza “esencial”, la Nación actúa, no como esencia abstracta, sino como sujeto histórico. Porque lleva a cabo la acción no menor de “delegar su soberanía” (no se dice ni cuándo, ni cómo), y precisamente, en “las autoridades que esta Constitución establece”… Y como las tres Constituciones son ilegítimas, eso equivale a decir: los redactores de esta Constitución acuerdan delegar la soberanía en sí mismos (tal como lo hizo la tiranía militar en 1973). Por tanto, la soberanía se define como un circuito abstracto que se cierra sobre el mismo grupo constituyente de turno. Es un caso de soberanía autoconferida. Y que eso es así, lo prueban los artículos siguientes, que estipulan (con exquisita ingenuidad dictatorial) que “ninguna persona o reunión de personas puede tomar el título o representación del pueblo, o arrogarse sus derechos”… porque eso constituye delito de sedición. De lo que se deduce que la soberanía popular —en ninguna de las tres constituciones está definida como tal—, que en esos textos nació encarcelada en una ‘abstracción’ (la Nación), sale de allí sólo, y tan sólo, para autodelegarse en los ávidos brazos de las “autoridades constituidas”. O sea: en los pares redactores del texto constitucional… y en todos sus protegidos. Por tanto —es cuestión de lógica clásica—, nunca la ciudadanía, ni como un todo ni como fracción de sí misma, podrá auto-representarse para ejercer el poder que le es dado por naturaleza: la soberanía popular… De hacerlo —¡no lo haga!— la Ley caería sobre usted como un rayo mortal: ¡sedición!…

			Por todo eso, cabe repetir la pregunta que motiva este apartado: ¿qué clase de sociedad somos, si nuestra soberanía natural ha sido decapitada tres veces (con un sofisma retórico que ningún filósofo clásico aceptaría) por tres grupos solapados de ‘constituyentes’, a lo largo de 200 años de historia real?... Si dejáramos las definiciones constitucionales de lado, y aceptamos los bosquejos algo más vivos de la historia social reciente ¿qué sociedad chilena emergería de las penumbras? ¿Una sociedad “única e indivisible”, “unitaria”, generosa y leal hasta lo indecible con los políticos, tanto como para “delegar” gratis su virginidad soberana a la insaciable lascivia parlamentaria? ¿O emergería una sociedad distinta, tal, que pueda explicar convincentemente por qué la ciudadanía real, chilena, provocó el 18 de octubre de 2019 un estallido tal, que se divisaron allí todos, revueltos y rabiosos, los problemas no resueltos engrillados en su memoria histórica?

			Lo que sigue, es una caminata exploradora en esa penumbra… Pues los verdaderos procesos constituyentes exigen, primera que nada y antes de todo, desmitificación.

			Apologías hegemónicas (“memoria oficial”)

			Todos los pueblos —todos— cuando se cuentan su historia a sí mismos, gustan, por sobre todo, cantar y celebrar sus ‘grandezas’. Lo hizo el historiador Tito Livio, cuando contó la historia de Roma a los propios romanos. Lo hacen también los weupifes (historiadores mapuches) cuando “romancean” (cantan y actúan) a su pueblo la lucha que, por siglos, han realizado para liberar su territorio… Las leyendas mitológicas engrandecen, efectivamente, a los pueblos que, de verdad, realizaron “grandezas”. Y no hay duda sobre que una tradición legendaria, mitológica, verdadera, es una base monumental que asegura sustentabilidad y legitimidad a los gobiernos nacionales que las respetan y reproducen.

			Sin embargo, ¿qué ocurre cuando una larga secuencia de gobiernos de un país ha girado incontables cheques de legitimidad contra el fondo mitológico de grandezas falsas? ¿Las mismas que, funcionando como manto de laureles ocultan lo que ha sido una centenaria usurpación de soberanía contra su propio pueblo?

			¿Qué ocurriría en una sociedad como la chilena, por tanto, si un inesperado ventarrón histórico deshilachara y evaporara el espinoso ‘manto de heroísmo’ que lleva yuxtapuesto desde hace dos siglos?

			En ese sentido, es conveniente recordar que el dicho manto se compone de mitos dudosos:

			A)	Para empezar, el máximo héroe de la Patria, Bernardo O’Higgins ¿fue, efectivamente, un ganador de batallas? ¿Fue un defensor decidido de la “soberanía de los pueblos”, en la emergente “República de Chile”? ¿Fue el estadista creador del primer Estado chileno? ¿Fue, de verdad, el Libertador del Perú? ¿Respetó los derechos humanos y las necesidades urgentes de sus compatriotas, sobre todo de los pueblos del sur?... Porque los hechos históricos concretos señalan que: a) desde 1817 a 1852, siempre y en toda circunstancia, los soldados, los “pueblos” y el artesanado urbano siguieron y apoyaron fiel y devotamente al capitán general Ramón Freire Serrano, y no a otro; b) la ciudadanía de todos los pueblos de Chile (excepto la aristocracia de Santiago) se asoció a nivel nacional, a fines de 1822, para informar al director O’Higgins que desacataban su mandato, por haberse burlado y aun traicionado la soberanía popular, razón por la cual exigían que se le hiciese un “juicio de residencia”. Y que se le desterrara; c) sin embargo, pese a su evidente desprestigio ciudadano, la aristocracia mercantil de Santiago lo alzó como héroe nacional (ayudó la pluma santiaguina de Diego Barros Arana), porque, no teniendo un héroe propio (el general pelucón Joaquín Prieto fue denunciado públicamente en 1830 como “felón” por todos los oficiales del Ejército Patriota), tendría que haber proclamado como Héroe de la Patria a Ramón Freire, general victorioso, liberal-democrático y defensor decidido de la soberanía popular, pero, a la vez, su enemigo mortal… Freire no era útil para edificar, hacia la posteridad, una apologética nacional-pelucona. El general Prieto tampoco, pero O’Higgins, sí…

			B)	Y para seguir, está el caso del más grande “estadista” de la República de Chile: Diego Portales y Palazuelos. El “genio” —sin igual en América Latina— que estableció de modo ejemplar el “orden público” en Chile. Creador de un Estado que duró 100 años (1830-1925). El más grandioso intérprete político del “alma de nación” (Alberto Edwards). Fue, pues, el contraste polar, el antihéroe de su principal enemigo político: el general Freire (“militar de cuartel”, “escasa inteligencia”, “acomodaticio a la influencia de otros, irresoluto”, según Diego Barros Arana). El patrono de todos los gobiernos conservadores, de todos los grandes historiadores nacionales, y también —¡oh, coincidencia!— de la tiranía militar del general Augusto Pinochet (1973-1990). Frente a este magno héroe político, la historia social (incluso la verdadera historia liberal de mediados del siglo xix) prueba que: a) pertenecía al corazón endogámico de la aristocracia mercantil castellano-vasca de Santiago; b) fracasó repetidamente en sus operaciones mercantiles, sobre todo en Perú, por lo que decidió someter militarmente el mercado peruano a las ambiciones (frustradas) de los hacendados chilenos; c) no participó en la Convención Constituyente de 1833, y se burló de la Constitución, señalando que era “una señora a la que se debe violar cada vez que fuera necesario”, porque el orden se establecía con el “garrotazo”; d) organizó un ejército mercenario, pagado por él y los mercaderes de Santiago, para derrotar al Ejército Patriota —liberal y democrático— y al lograrlo con el general Prieto en la batalla de Lircay, lo dio de baja por simple decreto, sin darles pensión; e) organizó, entre 1832 y 1837, un nuevo ejército, ahora ‘constitucional’ —que en parte comandó él mismo— para subordinar el mercado peruano, pero los oficiales de este ejército, que eran de su confianza, realizaron una asamblea democrática y decidieron tomarlo prisionero, en 1837, acusándolo de “tiranía”, y luego lo fusilaron; f) gobernó como ministro, pero haciendo uso de leyes secretas, consejos de guerra en todo el país (que dictaban prisión o fusilamiento sin apelación ninguna), policías secretas y destierro de todos sus adversarios (entre ellos el general Freire); g) ningún intelectual o historiador criticó el rol histórico de Diego Portales mientras duró el régimen autoritario. Sólo en el breve período 1862-1868 se publicaron historias desde la perspectiva de las víctimas: casos de Federico Errázuriz, Pedro Félix Vicuña, Benjamín Vicuña Mackenna, Melchor de Concha y Toro, Domingo Santa María, Valentín Letelier, y otros. Ninguno de sus libros, sin embargo, ha sido reeditado después. En ese vacío, los ‘grandes historiadores’ de la primera mitad del siglo xx volvieron a situar en el Olimpo chileno al gran estadista de todos los tiempos; entre ellos: Ramón Sotomayor, Francisco Antonio Encina, Jaime Eyzaguirre, Gonzalo Vial. Una excepción notable ha sido el profesor Sergio Villalobos.

			C)	No puede obviarse el mito de los mitos: la existencia y gloriosa trayectoria de “el” Ejército de la Patria. Que, se asume, es el ‘mismo de siempre’, encarnando en sí todas las virtudes metafísicas de la Nación, la República, etc., pues es “único e indivisible”, como ellas. Y se celebran las “glorias del Ejército” en un sólo paquete, pues sus ‘hechos’ son todos homogéneamente heroicos. Por eso, todos juntos, (o sea: des-historizados) se celebran el 19 de septiembre, día de todas sus glorias. Y no hay texto escolar, ni estatua de plaza pública, ni ministro que se respete, que no inste a sacarse el sombrero ante la imagen (legendaria y siempre unívoca) de “el” Ejército chileno… Bien por todo eso. Aplausos… ¡chapeau!... Pero la historia liberal clásica, y la historia social de hoy tienen algo que mostrar: a) el glorioso “ejército patriota” que conquistó la Independencia en 1818, y que era liberal, democrático y defensor de la soberanía de “los pueblos”, fue derrotado en Lircay por un ejército mercenario reclutado por los grandes mercaderes de Santiago, y luego dado de baja en 1830, por un decreto dictatorial de Diego Portales; b) el nuevo ejército, reorganizado y entrenado por el propio Portales, efectivamente, subordinó el mercado peruano a Chile (mientras, a retaguardia, se entregaba gratis el mercado del Pacífico a los ingleses), a través de las dos guerras del Pacífico. Pero este segundo “glorioso Ejército”, fue también dado de baja por otro ejército mercenario (organizado ahora por los banqueros chilenos) y otro decreto del gobierno pelucón triunfador (1891); c) los ejércitos mercenarios, pues, han sido los que, violando dos veces las constituciones a las que, se supone, estaban obligados a obedecer, se convirtieron, en dos oportunidades, en ejércitos “constitucionales”, al forzar ellos mismos la redacción de una nueva Constitución (1830), o un cambio constitucional sin cambiar el texto de la Constitución (1891); d) los ejércitos que, en cambio, o bien se jugaron por la ‘soberanía popular’ (1823 y 1924) o por la ‘constitucionalidad’ (1837 y 1891) fueron sangrientamente derrotados por ejércitos mercenarios reclutados por los mercaderes-banqueros (merchant-bankers), o traicionados por la clase política civil… Han sido, pues, los mercaderes-banqueros sediciosos, los militares mercenarios y los políticos traidores los que han manejado los hilos de los “grupos constituyentes” que, como títeres, han redactado tres veces la Ley Fundamental en Chile, y e) es falso, en definitiva, que ‘el’ Ejército de Chile haya obedecido siempre, fielmente, a la Constitución que lo rige, y que no haya deliberado nunca, como le ordena esa misma Carta Fundamental… El Ejército de la Patria no ha sido, pues, ni “uno”, ni “indiviso”, puesto que se ha desdoblado en dos oportunidades contra sí mismo, contra la Constitución vigente y contra su propio pueblo.

			D)	Chile (¿qué duda cabe?) ha sido un ejemplo de estabilidad política en América Latina. Un pueblo respetuoso de la Ley. Una estabilidad institucional de 200 años, excepcional en el tercer mundo. Un sociólogo extranjero (Alain Joxe) agregó que “aquí, el Ejército da golpes de Estado tan perfectos, que no necesita repetirlos”. Y un presidente en ejercicio anunció en 2019, con indisimulada fe mitológica: “Chile es un oasis en América Latina”. Así reza, resumida, la mitología política ‘de exportación’ que tiene el país. Pero, la historiografía liberal del siglo xix y la social del siglo xxi muestran un panorama apto, sólo, para consumo interno: a) los 100 años de estabilidad de la Constitución de 1833 implicó la represión sangrienta de la ciudadanía cada vez que ésta intentó cambiar esa Constitución; razón por la que se produjeron guerras civiles en 1830, 1837, 1851, 1859 y 1891, más los doce (12) motines militares que estallaron entre 1830 y 1837 contra el régimen pelucón, la gran agitación social de 1848, la guerra del Estado contra el pueblo mapuche (que se extendió entre 1860 y 1882) e incluso las ocho (8) masacres de trabajadores que se perpetraron entre 1903 y 1926…. De este modo, la “estabilidad institucional” de ese régimen oligárquico se logró mediante 27 acciones de guerra lanzadas por el Estado ‘nacional’ contra su ‘sociedad civil’. Las mismas que tendían a proteger a las 80 familias millonarias que controlaban ese Estado (El Mercurio, 1882); b)… y no fue todo: pues la estabilidad política lograda se sustentó no sólo en el “trabajo sucio” (Gonzalo Vial) del fratricidio ‘rojo’ ejecutado por el Ejército, sino también en el “trabajo sucio” del fratricidio ‘blanco’ (electoral) que ejecutó, por su parte, el propio Estado Nacional (oligárquico). Ambos trabajos sucios apuntaron a anonadar por completo a la ciudadanía soberana. Los cuales se realizaron, exitosamente, entre 1830 y 1925. Respecto al segundo de ellos (el ‘blanco’), durante todo el “largo” siglo xix, el presidente de la República, por su directo y autoritario control de los cargos de ministro, intendente, gobernador, subdelegado e inspector (todos los cuales, menos el último, tenían mando militar directo), controló todas las elecciones de presidenciales y legislativas. Por eso, se le llamó “El Gran Elector”. Su método más frecuente era, mediante piquetes de policía, raptar las urnas y acomodar los votos, cuyo recuento se hacía en la Intendencia. Además, se utilizó una compleja red mercantil para comprar (cohechar) el voto popular, subiendo y bajando el precio según fuera ‘yendo’ la votación del candidato de Gobierno. Cuando, desde 1871, los liberales lograron arrebatar la Presidencia a los conservadores, éstos, en represalia, cambiaron la Ley Electoral (1874), por la cual el control del proceso electoral pasó, en gran parte, del Poder Ejecutivo al Municipio Local, donde los “grandes contribuyentes” (los latifundistas) podían controlar el voto de la comuna. De este modo, desde 1874 a 1925, el ciudadano elector vio multiplicarse por dos el robo de urnas (por piquetes de policía y/o por piquetes de huasos a caballo) y por dos la presión compradora de votos en la calle. En ese mercado, el voto individual —objeto de una competencia a muerte— alcanzó un precio razonable para la “plebe” (que entró masivamente en el juego, por hambre), pero en el otro extremo, el precio de venta de diputaciones y senadurías que los latifundistas impusieron a los candidatos, fue usurero (precio para ‘élites’)… De este modo —dijo un escritor de clase alta (Luis Orrego Luco) a comienzos del siglo xx—: “en nuestras ilusiones políticas, no nos dimos cuenta que no teníamos ciudadanos reales”. Y un banquero, por su parte, agregó: “los hacendados y los banqueros somos los dueños del país, los demás: la plebe, no cuentan” (Eduardo Matte)... A confesión de parte, relevo de pruebas.

			La internacionalización de la apologética contestataria

			Es sorprendente que, en un país donde la apologética oficial tiene tan conspicuo doble fondo, no se haya desarrollado un pensamiento crítico autóctono, capaz de perforar ese doble fondo y de levantar, desde su íntima profundidad, una orgánica “teoría de la propia situación” (Francisco A. Encina). 

			¿Por qué no se desarrolló?

			Porque, de una parte, en Chile, los que, sintiendo invadido su intelecto por el oleaje insistente de su memoria histórica viva, quisieron levantar una “teoría política desde la propia situación”, han sido, o bien desautorizados ideológicamente por algún partido político, o bien, mantenidos en una olvidadiza penumbra de anonimato. Tal le ocurrió a fray Antonio de Orihuela que, desde 1811 hasta que murió, en 1817, construyó un pensamiento crítico que arrancaba directamente de la realidad social. Hasta hoy, sus frases son citadas porque tienen semejanza con la ideología marxista-leninista (propia de la segunda mitad del siglo xx chileno). Lo mismo puede decirse de fray Camilo Henríquez, del tribuno liberal Pedro Félix Vicuña, del profesor Alejandro Venegas, de los líderes obreros Luis Emilio Recabarren y Clotario Blest (estos últimos fueron desautorizados por ‘desviaciones peligrosas’ de su pensamiento). 

			Y ha sido por eso que la apologética oficial no ha tenido una ciencia autóctona rival —popular, ciudadana— que la desnude ante la sociedad civil, la critique y, políticamente, la aniquile… Durante el siglo xix, la ciudadanía se rebeló en armas una veintena de veces contra el régimen constitucional (ilegítimo) impuesto en 1830, pero esas rebeliones —derrotadas a sangre y fuego— no pudieron construir, de cara al régimen que combatían, ningún cuerpo teórico capaz de corroerlo de vuelta y destruirlo. Sólo registraron —en los escritos de los ‘verdaderos’ historiadores liberales— los hechos y los recuerdos de sus derrotas, a manos del “tirano” Diego Portales y, sobre todo, frente al también “tirano” Manuel Montt. La teoría revolucionaria que pudo haber combatido la instalación en Chile de una versión retrógrada (“traidora”, la llamó Fernando Braudel) de los rasgos mercantiles, jerárquicos, aristocráticos y absolutistas del Antiguo Régimen, no llegó a formularse... Ni para la exportación, ni para consumo interno… La veintena de rebeliones constituyentes de “los pueblos soberanos” de Chile, entre 1830 y 1891, quedaron sepultadas, pues, en un olvido teórico sepulcral. Para mayor gloria de la apologética oficial…

			Y porque, de otra parte, la torrencial lluvia de ideologías foráneas en trámite de internacionalización que cayó sobre Chile desde 1920 hasta 2007, terminaron por poner una lápida roja sobre los ‘recuerdos’ de los viejos historiadores liberales. La ciudadanía chilena no logró levantar la “teoría de su propia situación”, pero las teorías de revolución y/o desarrollo que sí pudieron levantarse con éxito triunfal —o sin él— en Rusia, Alemania, Francia, China, Vietnam, Corea del Norte, Cuba, Perú, Argentina e incluso en Estados Unidos, llovieron editorialmente sobre el país, empapando la razón crítica de la mayoría de los intelectuales chilenos. De este modo, una caleidoscópica cúpula apologética (de mármol extranjero), instaló todo su peso sobre la zarandeada conciencia histórica chilena, deslavando y hasta ridiculizando los intentos autóctonos de ‘pensarse a sí mismo’… Y si entre 1920 y 1987 el marxismo-leninismo internacional arrasó en Chile con los intentos populares de ‘pensarse a sí mismo’, después de la última fecha, la sociedad chilena se vio inundada por teorías neoliberales globalizadas, desde las piruetas posmodernistas, hasta la fraternidad militar del ciberespacio... Muchos historiadores “contestatarios”, oprimidos bajo esa avalancha mundial, optaron, prudentes, por registrar, para la posteridad, los datos positivistas de las derrotas del pueblo.

			De este modo, antes que los esfuerzos de la ciencia popular-ciudadana pudieran (desde 1936 hasta el día de hoy) desarrollarse a sí mismos, fueron interferidos y dispersados por los drones apologéticos de la globalización (financiera) del mercado mundial. Y dispersos quedaron, desde el entusiasta ‘desarrollismo democrático’ hasta el cazurro ‘golpismo-neoliberal’, de la Centro-Derecha; y desde el dogmático “comunismo internacional” hasta el romántico ‘guevarismo-vietnamita’, de la Izquierda pura; y desde la fascinante globalización cultural (1983-1997), hasta la conspirativa globalización de la “seguridad nacional” (1997 hasta hoy, en Chile), por parte de la hipotética “ciudadanía global”…

			¿Cómo debe pensarse una sociedad nacional el día de hoy? En particular, aquellas que, como la chilena, no traen en su memoria viva la “teoría política” de su propia situación. ¿O es que, como en el período señalado, desde 1936 hasta hoy, la orden del día —irregular y prolongada— es aceptar la internacionalización total del pensamiento crítico, para bien del globo, posponiendo el ‘bien de Chile’? ¿Cuánto pesa la ‘sociedad viva’, real, en la conciencia teórica del mundo actual? ¿Debe ser marginada del pensamiento político, para bien de la globalidad o, para bien de la humanidad total, re-centralizada?

			La sociedad triangular: desde abajo y desde adentro...

			¿Y la ‘sociedad’ que realmente somos? ¿Cómo es?

			La Ley chilena —no habiendo pontífices alternativos— nos ha repetido tres veces: somos, como sociedad (o Nación), “unidad total indivisible”. Agregando que en la esencia de la Nación (con mayúsculas, porque es “una e indivisible”) reside la soberanía (con minúsculas, porque es “delegable”).

			Ante esa lógica pontifical, el ciudadano de carne y hueso que, remecido por su inquieta memoria viva, siente que algo anda mal en ese silogismo mal estucado, decide, subjetivamente, luchar contra eso. Y adopta lo que encuentra ‘a mano’: una poderosa Ideología Internacional (única e indivisible). Y esta le dice, en tono de Ley: “Todo es Capitalismo. Todo es Imperio”. Por tanto, el único modo de luchar contra ese enemigo total es formar una ‘clase revolucionaria’ con un partido político único e indivisible. Regida por un pensamiento crítico que, al mismo tiempo, es Ley.

			Por tanto, los sujetos de carne y hueso, con nombre, domicilio y apellido —cuya vida en comunidad constituye, pese a todo, lo que es, en los hechos, la “sociedad civil”— cuando deciden un día ‘D’ cambiar el mundo para beneficio de “la sociedad”, tienen que abandonar su conciencia particular (las memorias de sus padres, el nombre de sus vecinos, el futuro de sus hijos, sus proyectos personales, etc.) y encajarse una conciencia universal, como si estuvieran fuera de la caverna de Platón… Y dedicarse a mover gigantescas abstracciones, como la roca de Sísifo… Ideas únicas, indivisibles, que sólo pueden relacionarse entre sí a gran altura, por encima del ojo panóptico del poder… Así, los revolucionarios de carne y hueso (obreros, sirvientes, mestizos, huachos, etc.), hormiguean por aquí y por allá, como enanos (Liliput), tratando de amarrar a la historia humana el cuerpo gigante de cada concepto (Gulliver), y manejar su porfiada gravedad volátil, reversa, que los aleja de la tierra hacia el cielo metafísico de las Ideas Puras (unívocas, indivisibles)…

			¿No equivale ese tipo de acción revolucionaria —como escribió Karl Marx criticando a G.F. Hegel— a poner la historia cabeza abajo, para subordinarla al mundo metafísico, o dictatorial, de las Ideas?

			Y a propósito de Marx: ¿es el ‘capitalismo’, también, “uno e indivisible”? ¿Y el Imperio, también? ¿Y el pueblo explotado? ¿Y la sociedad nacional?

			Hasta donde se sabe al leerlo en serio, Marx no definió el capitalismo como una entidad única, homogénea, indivisible e inmóvil, sino, más bien, como una entidad histórica. Y por eso diferenció categórica e históricamente lo que llamó el “capitalismo revolucionario” (que desarrolla estructuralmente las fuerzas productivas) del que llamó “capitalismo no-revolucionario” (que no desarrolla estructuralmente las fuerzas productivas, sino lo contrario). El segundo, que es el capitalismo “mercantil-financiero”, antecedió y engendró históricamente al primero (el capitalismo “industrial”), pese a ser categórica y estructuralmente distinto. Por eso difieren entre sí, pero coexisten dialécticamente: se integran, se separan, se subordinan, se declaran la guerra, y se complementan en ciclos económicos y políticos variables. A la larga, cooperan, en calidad de twin brothers (mellizos) a mantener su dominación dialéctica (no platónica) sobre el mundo... 

			Lo que importa es que, con respecto al Tercer Mundo (Chile) su influencia no ha sido homogénea, pues, para la dominación propiamente ‘colonialista’ fue y ha sido más incisivo e imperialista el capital mercantil-financiero (no-revolucionario) que el industrial (revolucionario). Y por esta razón histórica, la teoría que aplica mecánicamente al mundo colonizado la ‘idea pura’ del capitalismo industrial, queda descolocada y políticamente impotente cuando se trata de combatir, en las colonias, al residuo ‘histórico’ específico que dejó allí el capitalismo no-revolucionario (mercantil-financiero). Es esa impotencia la que necesita una “revisión” teórica sistemática, en el caso de Chile...

			Lo que muchos estudios ya han demostrado, es que el capitalismo revolucionario “industrial”, donde quiera que ha dominado directamente (como en Estados Unidos, Australia o Corea del Sur), ha generado un proceso económico expansivo que ha logrado integrar a la mayor parte de la fuerza de trabajo disponible. Con eso ha logrado establecer una estructura productiva común en la que se articulan “clases sociales” jugando roles específicos (capital versus trabajo). En cambio, el capitalismo no-revolucionario (“mercantil-financiero”), como no desarrolla de por sí las fuerzas productivas, no genera procesos de expansión económica suficientes para integrar toda la población en una misma estructura de desarrollo. Por tanto, deja fuera de la integración grandes bolsones de población. Es lo que el propio Marx llamó la “superpoblación relativa” (que no debe confundirse con el “ejército industrial de reserva”). 

			Por eso, el capital comercial chileno ha integrado a las bondades del mercado mundial sólo a la élite que, por sus ingresos locales, puede importar las mercancías simbólicas de la modernidad capitalista. Por supuesto, mediante una secular y amplia apertura librecambista a las potencias industriales. Esta política, como es obvio, genera, dentro del país, enormes masas de población sin integración posible a esa modernidad, o sólo a una integración deficiente y deficitaria. Esa “superpoblación”, por tanto, no se es estructurada como ‘clase social’ típica de una estructura económica industrializada. Pues en esa superpoblación sobreviven formas asociativas de estructuración pre-moderna y pre-industrial. Como tal, no cuadran con la ‘idea pura’ de una sociedad moderna (homogéneamente industrial), sino con las formas relictas de una sociedad colonial, en la que subsisten y permanecen, no modernas estructuras clasistas, sino identidades relictas, no modernizadas del todo: de pueblos “originarios” (como el mapuche), o “históricos” (como el pueblo mestizo). 

			Y tal ha sido, típicamente, el caso de la “sociedad” chilena. La oligarquía dirigente ha sido siempre, aquí, de irrevocable vocación mercantil-financiera. Amante e imitadora de todo lo ‘metropolitano’. Desde el período colonial hasta el día de hoy. Y la tiranía mercantil de Diego Portales (mercader) inauguró el primer Estado Liberal-Autoritario de Chile. La tiranía neoliberal (mercantil) del general Augusto Pinochet, el segundo. Ambos regímenes, en 200 años de historia, han logrado abortar tres movimientos endógenos de industrialización… Y otros tantos de cambio constitucional… 

			Por eso mantuvieron, por más de dos siglos (1700-1931), un sistema laboral no regulado por ley —especialmente para el pueblo mestizo—, típicamente mercantil, que les permitió realizar abusos de tipo esclavista. Y desde 1979 hasta hoy, el Plan Laboral ha construido un constrictivo sistema de “trabajo precario”, asociado a un dispendioso (¿diabólico?) sistema de “créditos de consumo”. Tales, que les permite, por el lado izquierdo, pagar sueldos y salarios “legales” (mínimos, por trabajo temporal) y, por el lado derecho, cobrar ‘legalmente’ cuantiosos intereses usureros por la enorme oferta de tarjetas de crédito individual. De este modo, en el balance general de las relaciones trabajo-consumo del ‘sistema’ con los trabajadores, los mercaderes-banqueros anotan: en el Debe, el costo real de su cartera de salarios (supongamos, $ US 1 millón) y en el Haber, el ingreso real de su cartera de créditos de consumo para trabajadores (supongamos: $ US 3 millones). Por tanto, su balance contable final con la clase asalariada, sumando la plusvalía del trabajo y la plusvalía del crédito de consumo, le deja un saldo a favor que anula por completo el costo real del trabajo. Con ello ese costo se convierte en un ingreso neto. ¿No fue este el mismo sistema semiesclavista implantado en Chile durante el siglo xix en las grandes haciendas y en las oficinas salitreras (company towns, o pueblos “de compañías”), donde por las ventanillas de las “pulperías” los trabajadores cautivos pagaban casi el doble de lo que recibían en las ventanillas del “salario”?... ¡Y el sistema mercantil de hoy logra, con eso mismo, que sus explotados consuman más de lo que les permite su salario legal, y que no se sientan pobres en cuanto al ‘tener’, pero, a la vez, logran que vivan endeudados (oprimidos) para siempre! El resultado final y global de eso es la explotación del Mercado sobre el Ciudadano, puesto que ya no produce pobreza en el ‘tener’, sino, por todo lo demás, en su ‘ser’… ¡Y por eso la explosión del 18 de octubre de 2020 no fue una explosión de clases indigentes, sino de ‘pueblos’ no-integrados en la dignidad de su ‘ser’ ciudadano! 

			Por todo lo dicho, el pueblo mapuche no ha sido reconocido, ni como “pueblo originario”, ni como trabajador integrado como ‘clase social’. Y por la misma razón, tampoco el pueblo mestizo, cuyos hombres y mujeres no fueron sujetos de derecho desde el siglo xvii a comienzos del siglo xx. Es esa la razón por la que ambos conservan vivos grandes retazos de su identidad de ‘pueblo’. En la que recuerdan siempre, con altivez, su mayor ‘grandeza’: su accionar autónomo como ‘pueblo rebelde’. Que ha sido siempre el umbral de la acción soberana… Y es la razón, también. por la que el Estado ‘nacional’ los ha tratado siempre como “enemigos internos”. Como “vándalos”, o “terroristas”… Y por eso mismo, las constituciones ilegítimas ordenan que el Ejército obedezca ciegamente, sin deliberar, a la Ley Ilegítima, no al pueblo soberano. 

			¿Somos, pues, una sociedad homogénea, indivisible, o un conglomerado social con tres pueblos en conflicto permanente, constitucionalizado? ¿Una sociedad que, desde su “independencia”, ha vivido envuelta en una ‘identidad’ triangular (o tricolor), en guerra sorda consigo misma?... No es tal vez casualidad que, entre 1819 y 1825, el pueblo blanco (el pueblo mapuche), el pueblo azul (el criollo-europeo) y el mayoritario pueblo rojo (el mestizo), se trabaron en una premonitoria pero horripilante “guerra a muerte”, divididos, además, cada uno de ellos, en “realistas” y “patriotas”, en “bandidos” y “vecindarios”, y en seguidores de O’Higgins y seguidores de Freire... Allí no se respetó la vida de nadie: ni de los prisioneros, ni de las mujeres, ni de los niños. Porque, más importante que la vida en sí, era conseguir el alimento mínimo para que cada fracción de pueblo pudiera vivir... Porque fue una guerra que se luchó en el vacío absoluto de cinco años de hambruna total… Allí, los “pueblos” aprendieron a ser lo que hasta ahora han sido, y a sobrevivir, triangulados, en esta sociedad…

			La ciudadanía constituyente

			Viendo los videos y fotografías del estallido social que aún prosigue, no hay duda de que en ellas aparecen, revueltos, rostros blancos, azules y rojos… y banderas azules, blancas y rayados rojos… Casi los mismos combatientes de la “guerra a muerte” de 1817-1825. Pero, ahora, unidos…

			¿Bastará una simple “convención constituyente” organizada y manejada por políticos azules, como siempre? ¿O será necesario una reedición del “Parlamento de Tapihue” (una asamblea de pueblos, con mayoría de ciudadanos blancos y rojos) como en 1825? 

			Porque el pueblo mapuche ha reanudado su centenaria “guerra de Arauco”… Y el pueblo mestizo, su no menos centenaria “lucha vandálica”… El “poderoso enemigo interno” (Sebastián Piñera), pues, consciente hace mucho de su soberanía marginal, ha decidido unirse (ojalá indivisiblemente), para marchar ahora como un ‘único’ proceso ‘ciudadano’. Para construir, tal vez, por fin, una verdadera sociedad ‘integrada’…

		


		
			2
 Lengua y ciudadanía

			Adriana Valdés

			El tema de la lengua que se habla en un país, y de cómo se habla, puede tener una relación estrecha con el ejercicio democrático de la ciudadanía en condiciones de igualdad. Es una hipótesis que exploraré en las siguientes páginas desde diversos ángulos, sin otra pretensión que el provocar conversaciones ciudadanas en torno al tema, considerando cómo la lengua puede favorecer u obstaculizar dicho ejercicio. 

			Respecto del uso de la lengua en Chile, la percepción extendida actualmente es la de una reducción de vocabulario, del uso activo de muy pocas palabras; también la de una extensión, a todas las esferas, del lenguaje que en el diccionario llevaría las marcas de familiar (fam.) y vulgar (vulg.). Esto no favorece la discusión de ideas, ni la serenidad en la argumentación, ni un encuentro respetuoso entre personas que se consideran iguales. Por el contrario: promueve enunciados que niegan de partida esa igualdad, y en vez de crear disposición al diálogo y al encuentro, llevan a la ira de quienes se sienten desplazados, en lo que dice el otro, a una condición inferior, estigmatizada (Maturana, 2001). Las redes sociales entregan diariamente innumerables ejemplos. El texto fundamental de la República debe ser, por cierto, otra cosa que la repetición de consignas ya flácidas y degradadas. El texto fundamental de la República debe, irrenunciablemente, inspirar. A todos los chilenos, sin excepciones ni exclusiones.

			El ejercicio de la ciudadanía y la próxima Convención Constituyente nos llaman a tomar muy en serio el asunto del uso de la lengua. La capacidad de sostener un diálogo fructífero, igualitario y respetuoso es decisiva; lo es también la capacidad de redactar los textos finales de manera clara, correcta y sin ambigüedades que dificulten su aplicación. Lo dicho es apenas un mínimo. Cabe la esperanza que también pueda imponerse un lenguaje inspirador, consciente de lo mejor del pasado de nuestro país y abierto a un futuro cada vez más impredecible, en que la solidaridad social se vuelve no sólo una aspiración sino una necesidad imperiosa de sobrevivencia. El lenguaje del texto fundamental debe unir en torno a un país posible, solidario, inclusivo y capaz de un alto vuelo. 

			El lenguaje claro:  el ejercicio de la ciudadanía en el ámbito jurídico

			El lenguaje especializado, de los “expertos” o de los “técnicos”, es indispensable, por cierto, en el ámbito de cada disciplina. Fuera de ella, suele funcionar también, consciente o inconscientemente, como instrumento de poder y de exclusión del no iniciado: una retórica del poder social de las profesiones, que se da prácticamente en todas. En el ámbito jurídico, el Poder Judicial de Chile ha procurado activamente evitar que el uso de la lengua constituya un obstáculo para el ejercicio de los derechos ciudadanos. 

			Existe desde hace tiempo la iniciativa llamada del lenguaje claro, cuya finalidad es facilitar la comprensión del lenguaje utilizado en procedimientos y sentencias de los tribunales. En mayo de 2019, el coordinador de la respectiva comisión, miembro de la Corte Suprema y de la Academia Chilena de la Lengua, presentó junto al presidente de la Corte un Manual de estilo para la redacción de sentencias y un glosario de términos jurídicos. El primero contiene recomendaciones para jueces y juezas, con miras a que los fallos y sus fundamentos sean entendidos por los interesados, aunque no tengan formación jurídica. El segundo aspira a ser de uso extendido entre quienes recurren a los tribunales.

			Claramente, el Poder Judicial de Chile, al crear la Comisión, estuvo consciente de una situación que debía repararse. Muchas veces los ciudadanos se han visto enfrentados a documentos que los afectan profundamente y de los que no entienden una palabra, por el uso de un lenguaje innecesariamente complicado y técnico. El Poder Judicial mandó un mensaje nítido: no es libre quien no entiende. Es obligación de los poderes del Estado expresarse de tal manera que un ciudadano atento, que cuente con los requisitos mínimos de educación también fijados por el Estado, sea capaz de comprender los documentos jurídicos que lo afectan en lo familiar, en lo económico o en cualquiera de sus derechos como ciudadano.

			Esta iniciativa es muy potente como testimonio de la conciencia, al más alto nivel de uno de los poderes del Estado, de cómo el lenguaje impenetrable puede ser un instrumento de ejercicio del poder, y el lenguaje claro, un instrumento que facilita el ejercicio de los derechos y de la libertad.

			La presentación durante el presente año del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, de la Asociación de Academias de la Lengua Española (ASALE), es un hito imposible de descuidar cuando se habla del ámbito legal. En efecto: este diccionario en línea, que es novedad todavía para muchos, permite acceder a toda la terminología jurídica del mundo hispanohablante; establece los parentescos y los parecidos entre procesos que se denominan de manera distinta en los diversos países; y no sólo eso, sino que da acceso electrónico a numerosos documentos en que los términos se emplean en su contexto. Todavía está por descubrir la tremenda potencialidad que tienen iniciativas como esta en la emancipación de los ciudadanos, en su capacidad para comprender los procesos que los afectan y promover cambios que favorezcan el pleno ejercicio de sus derechos.

			Esta es una instancia y un ejemplo concreto de un tema mucho más amplio y relacionado con los derechos ciudadanos. Las retóricas burocráticas suelen oprimir a muchas personas usuarias de servicios estatales. Varios otros organismos del Estado de Chile han hecho recomendaciones al personal en el sentido de evitar que un uso innecesariamente complicado del lenguaje burocrático se transforme en una pesadilla para los usuarios, o en un instrumento de poder para quienes lo utilizan con mezquindad y escasa conciencia. Este tipo de iniciativas contribuyen a mejorar la situación de los más desvalidos tanto en lo económico como en lo cultural, y es fundamental para “emparejar la cancha” en cuanto al ejercicio de los derechos de ciudadanía. 

			Los cambios en la lengua y los cambios en la sociedad: género y etnia

			La lengua puede imaginarse de muchas maneras. En nuestros tiempos, que son los del fin de la era de Gutenberg, muchas veces se piensa en el lenguaje como un libro impreso, y en el diccionario como una especie de lista de vocablos “autorizados” o permitidos por una autoridad. En el caso del español, se piensa en la Real Academia Española (RAE), o, si hay mejor información, en la Asociación de Academias de la Lengua Española (ASALE). Esta última asociación corresponde al reconocimiento de un hecho evidente: la enorme mayoría de los más de 500 millones de hablantes de español están fuera de España, y el uso del idioma hoy no puede estar determinado por las prácticas peninsulares. Los diccionarios, la gramática y la ortografía de las academias toman hoy en cuenta el uso del español en todas sus variantes nacionales. Lo que impera no es la norma, sino el uso, y el uso entre todos los hispanohablantes, no sólo los españoles. Esta aclaración es innecesaria para cualquier estudioso de la lengua, pero no tanto para el público en general.

			Hay una relación sumamente interesante entre la ciudadanía y las nuevas maneras de imaginarse el lenguaje. En la era de internet, el lenguaje se puede imaginar no como un libro, sino como algo que se encuentra “en línea”, como de hecho está el Diccionario de la Lengua Española. Se puede imaginar no como la imposición de una norma, sino como el registro de un uso que se modifica continuamente: las únicas lenguas que no cambian son las lenguas muertas. La lengua está continuamente renovándose, como un ser vivo. Está produciéndose en un gran proyecto inconscientemente colaborativo. Según una joven lingüista canadiense, “para decirlo en términos tecnológicos, el lenguaje es el más espectacular de los proyectos humanos abiertos al aporte y al uso de todos (open-source project), y la lengua se difunde, se extiende y se disemina gracias a nuestras conversaciones e interacciones” (McCulloch 2019).

			En ese sentido, un lenguaje que se está haciendo gracias al uso y al aporte de todos está continuamente cambiando, y algunos de esos cambios tienen que ver con cómo se concibe la ciudadanía. Esta, pensada como una aspiración, más que como un colectivo ya existente, también cambia y debe ir acogiendo e incorporando nuevos integrantes y nuevas “subjetividades”, como suele decirse desde Foucault y desde la antropología. Hoy las mujeres somos ciudadanas, no lo éramos hasta hace muy poco, por ejemplo. 

			No basta con nacer chileno o adquirir la nacionalidad. La ciudadanía como aspiración es algo a lo que se accede, ejerciendo los derechos y cumpliendo los deberes que se asocian a ella en distinta medida, según las posibilidades de cada cual. Al hablar de la ciudadanía en Chile, el pecado original de la desigualdad social que se mencionó al inicio se remite al primerísimo artículo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que habla de la igualdad. El ejercicio de la lengua es un modo de habilitarse para la vida ciudadana, un instrumento de emancipación de los sujetos ante determinismos históricos que los clasifican en lugares desventajosos dentro de la sociedad y los transforman en objetos de discriminación. Etnia y género son ejemplos de tales determinismos históricos.

			Este preámbulo es necesario para comprender demandas como las del lenguaje inclusivo. Estas por cierto no son propias sólo de nuestro idioma, sino que han aparecido prácticamente en todas las lenguas occidentales al adquirir importancia política el tema de la igualdad de derechos de las mujeres. La memoria colectiva suele pasar por alto que reconocer a las mujeres como ciudadanas es algo que las sociedades han hecho hace muy pocos años. En la historia de la humanidad, menos de cien años es algo así como un suspiro. La legislación puede cambiar, pero el cambio cultural que ella implica es muchísimo más lento. Se puede abolir la esclavitud, pero el reconocimiento de la igualdad de alguien de otra etnia demora mucho más, especialmente en la vida cotidiana. 

			En el caso de las mujeres, la demanda política de un lenguaje inclusivo se basa en el supuesto de que la lengua que usamos perpetúa, por sus formas, las discriminaciones contra las mujeres. Decir “el hombre” por el género humano ya no es uso aceptable. En ese sentido, en el uso se ha desterrado “los derechos del hombre”, por ejemplo, para sustituirlo por “derechos humanos”. Se han preparado numerosos manuales que invitan a las personas del sector público a evitar el uso de lenguaje sexista; lo mismo ha sucedido en universidades y otros medios académicos. Los movimientos estudiantiles tienen voceras que intentan por todos los medios utilizar el lenguaje inclusivo en sus declaraciones públicas, y pueden encontrar dificultades no menores al hacerlo. En España, uno de los partidos de gobierno se llama “Unidas podemos”, lo que podría indicar, tomado al pie de la letra, que se trata de un partido al que sólo pertenecen mujeres. No es así: el vicepresidente (y no vicepresidenta) del Gobierno es de sexo masculino. En fin: el tema es motivo de controversia. El deseo de “ponerse al día” y evitar el sexismo llevó a la Constitución vigente en el hermano país de Venezuela a ser el mayor ejercicio de redundancia del que se tenga memoria. Un caveat para futuros redactores de documentos de importancia pública.

			Flaco favor le hicieron a las lenguas con llamar gender, género, a todo un pensamiento antropológico y social relacionado con la construcción cultural de una “feminidad”, por oposición a una “masculinidad” dominante. El “género”, no como concepto de la antropología sino como concepto gramatical, es otra cosa. Tal como el “número”, es una categoría formal que rige la concordancia entre el nombre sustantivo, el artículo y el adjetivo. Por eso es tan difícil “hablar” un discurso completo en “lenguaje inclusivo”. “Todes les estudiantes estamos descontentes con…” etc. Decir, a modo de testimonio, que nos dirigimos a “todes” es bastante más fácil. 

			En la redacción de este ensayo debimos renunciar desde un principio a emplear a rajatabla el lenguaje “inclusivo”, por crear incontables dificultades a la redacción y por ende al pensamiento. La lectora percibirá que hemos buscado las fórmulas menos ofensivas: que utilizar, por ejemplo, “persona”, palabra de género femenino, no hiere sensibilidades. Lo importante es conocer las sensibilidades y la validez política que tienen en relación con el ejercicio de la ciudadanía. 

			En el año 2019, la Academia Chilena de la Lengua hizo una conversación pública, aprovechando las preguntas y el revuelo creado por el primer nombramiento de una mujer como directora. Lingüistas y periodistas de la Academia conversaron durante casi tres horas con un público muy ilustrado y con fuertes opiniones respecto del lenguaje inclusivo. La conversación se subió a la página electrónica de la Academia y luego dio origen a la publicación del libro Sexo, género y gramática, en coedición con la editorial Catalonia. De todos los numerosos ejemplos y de las reflexiones de este libro, en los que no hay tiempo de entrar aquí, cabe tal vez quedarse apenas con una: si bien el uso de @ o de x o e para evitar los nombres terminados en “a” y “o” crea no pocas dificultades de comunicación, tiene la virtud de señalar un titubeo cultural y antropológico. Como dijo la presidenta de la Comunidad Mujer en esa conversación pública, y se recogió luego en el libro, “Lo que me gusta es ese espacio que crea en la palabra esa x o esa @ o esa e. Me gusta esa detención. Deja lugar (…) para preguntarse eventualmente ‘¿quiénes no están siendo incluidos’? ¿Esto podría ser de otra manera?”.

			Análoga vacilación se produce en la prensa, por ejemplo, con el plural de la palabra “mapuche”. Muchos periodistas la consideran ya como invariable en cuanto a número: “las costumbres ancestrales mapuche”, por ejemplo. En el sistema de la lengua española, por cierto, el plural correcto es “mapuches”. Hacerla invariable en cuanto a número intenta reflejar que “gente de la tierra” ya es un plural, por lo que agregar “s” es redundante. Intenta trasladar la “lógica” de una lengua (el mapudungun) a la de otra distinta (el español). Se crea entonces un espacio, un lugar, una detención que da lugar a una pregunta que no sólo tiene que ver con gramática: tiene que ver con la inclusión social.

			La inclusión social será un tema de importancia capital en la próxima Convención Constituyente. No se ha destacado lo suficiente que es la primera vez en el mundo en que una convención constituyente será paritaria: habrá un número igual de ciudadanas y de ciudadanos. Por otra parte, habrá representación de los pueblos originarios mediante el mecanismo de los escaños reservados. Género y etnia, en ese sentido, habrán de estar presentes en la nueva Constitución, y no sólo en las ideas, sino también en la lengua. 

			Cabe recordar que nuestra lengua, un sistema vivo que se va haciendo a sí mismo mediante las conversaciones, los escritos y las interacciones de sus hablantes, ha sido históricamente generosa en la incorporación de nuevas palabras: el léxico es permeable, y llegan vocablos a los diccionarios una vez que pasa la etapa de la novedad, donde mueren muchos, y se establecen en el uso, tanto en el uso culto como en el familiar o en el vulgar. En este último caso se incorporan con la respectiva marca (un ejemplo favorito es del español del siglo xvi: se incorporó el italianismo “joven”, aunque muchos opinaban que era innecesario, pues “mozo” decía lo mismo). Palabras como “presidenta” o “abogada”, ya no son problema para nadie y figuran en todos los documentos oficiales y académicos, aunque hubo un titubeo inicial y algunas negociaciones. No sucede lo mismo con las modificaciones de la sintaxis. En este caso, el voluntarismo testimonial puede ser un gran enemigo de un buen texto constitucional. Dependerá de las destrezas de redacción poder llegar a una Constitución cuyo lenguaje sea a la vez claro y perfectamente inclusivo.

			Lengua, desigualdad social y educación

			La desigualdad social y económica es reconocidamente una falla trágica de la sociedad chilena, reconocida como tal por todo el espectro de la opinión nacional. Las declaraciones de principios, por coherentes y bien intencionadas que sean, suelen estrellarse en la práctica con hábitos seculares de discriminación. Tal como sucede con el género, la lengua no crea esta discriminación, pero la refleja en forma consciente y sobre todo inconsciente, tanto en su léxico como en su estructura.

			Es fundamental reconocer que existen desigualdades profundas entre los hablantes. Aunque esto sea muy evidente, no suele tomarse en cuenta en muchos discursos, ni suele sopesar su gravedad política. No todos tienen los mismos recursos ni económicos ni culturales. Hay una profunda diferencia en cuanto a las oportunidades de acceder a la lengua materna y al dominio de su adecuado uso, como hay una profunda diferencia en el acceso al llamado “capital cultural” en general: baste con evocar el conjunto de supuestos, de censuras y de lagunas que toda educación implica, acepta y pasa por alto (“naturaliza”), creando un círculo mágico de personas privilegiadas (Bourdieu, 1982). Estas, en la mayoría de los casos, no tienen plena conciencia de la desigualdad social básica que da origen a su privilegio. Hay ciudadanos que son más ciudadanos que otros, para recordar una vez más la célebre frase de Orwell.

			Podemos pensar en la educación como un factor fundamental en la igualdad en cuanto al ejercicio de los derechos y deberes ciudadanos. Sin embargo, no todo el ejercicio de la igualdad en la educación se puede solucionar proporcionando un ambiente propicio, de excelencia, con profesores y alumnos de buen nivel (aunque esta aspiración es fundamental). La sociolingüística tiene trabajos célebres que muestran cómo los más pobres, aunque pertenezcan al mismo curso escolar y tengan los mismos profesores, comienzan a retrasarse en relación con sus pares, en relación con el menor “capital cultural” y de lenguaje de sus familias de origen. 

			Las excepciones son muchas y notables: pero en general dependen menos del entorno escolar y familiar que de una tozudez, un tesón desmesurado de alumnos que leen mucho, mucho más allá de lo que sus estudios les exigen, y siguen sus obsesiones personales a través de la lectura. Gabriela Mistral —Lucila Godoy Alcayaga— y Pablo Neruda —Neftalí Reyes Basualto— son ejemplos de ello, los más ilustres de nuestro país. Muchos otros han logrado con éxito superar barreras de discriminación social, logrando un nivel de lenguaje e inteligencia que los ha convertido en referentes culturales: el dominio del lenguaje y del pensamiento ha sido para ellos totalmente emancipador1. Con esto quiero decir que el dominio del lenguaje y del pensamiento es un factor que va en contra del determinismo social, una vía importantísima hacia la libertad personal y el pleno ejercicio de los derechos ciudadanos. 

			La lengua materna está básicamente al alcance de todos, aunque no en igualdad de condiciones, y hay un elemento que no es ni sentimental ni retórico: los niños no pueden esperar2. La educación preescolar temprana es extraordinariamente importante en cuanto al desarrollo de las competencias lingüísticas. Los niños aprenden por imitación, y entrar en contacto con más palabras, más necesidad de usarlas y mayor comprensión de su contexto comunicativo es algo que debe producirse a temprana edad, cuando el cerebro infantil adquiere hábitos e improntas imborrables. Muchas capacidades lingüísticas se adquieren mejor, como jugando, en la primera infancia, y luego, en otras etapas del desarrollo, se hacen muy difíciles. La precariedad de la educación pública hoy impide, en gran parte de los casos, que las escuelas básicas suplan las carencias de los lugares de origen. Las condiciones para ejercer igualitariamente los derechos ciudadanos dependen en gran medida de una educación que habilite especialmente a los más desvalidos, que les abra posibilidades para liberarse de la desigualdad. En esto, la lengua es un elemento fundamental.

			Las bibliotecas, que hoy no sólo tienen libros sino también material audiovisual, son campos de curiosidad y de descubrimiento que deben estar abiertos muy especialmente a los niños, sin limitar sus lecturas a libros adaptados o creados “para su edad”. Permiten a los más interesados y a los más dotados prácticamente educarse a sí mismos, en contacto placentero con su lengua, adquiriendo paulatinamente no sólo conocimientos fundamentales, sino además las maneras de aprenderlos y comunicarlos a través de las palabras. Nuestros dos premios nobeles de literatura se educaron en gran medida a sí mismos, notablemente en el caso de Gabriela Mistral, y excedieron cualquier marco de educación formal. Ambos son un símbolo de la enorme pérdida que significaría para una sociedad reservar el “capital cultural” para aquellos que pueden de antemano pagarlo, y con eso caer en un determinismo lamentable. Los talentos naturales de nuestros ciudadanos futuros no se reparten según el poder económico de los padres. Un maestro o una maestra, o quien está con los niños en las bibliotecas, suele ser el que logra habilitar a alguien postergado. El país logra entonces contar un futuro ciudadano con méritos, esfuerzos y una experiencia personal que no es la de la élite. Una biblioteca abierta y bien manejada es una apertura del mundo que en muchos casos notables brinda tanta o más oportunidades que la educación formal para adquirir manejo del idioma. 

			Liberar a los niños del determinismo social que los margina es tarea ciudadana por antonomasia. Un joven egresado de Educación Básica, y más aún de la Media, debe ser capaz de expresarse en varios registros del lenguaje, no sólo en los familiares y vulgares. No es que no pueda utilizarlos en el contexto apropiado; pero tiene que ser capaz de cambiar de registro cuando quiera, de poder entrevistarse con quien sea sin quedar estigmatizado socialmente, y ser capaz de ser fiel a lo que quiere expresar3. “Lo pienso bien y lo digo mal” es el título de una publicación de la Academia Chilena de la Lengua que estuvo un buen tiempo entre los libros más vendidos. Este sólo hecho muestra cuánto valoran los chilenos la capacidad de hablar mejor, y tener así la posibilidad de ejercer derechos y deberes ciudadanos en todos los niveles.

			Las formas de hablar suelen reforzar la desigualdad existente, poner de manifiesto las carencias del hablante y ayudar al oyente a ubicarlo dentro de un esquema social donde puede ser sujeto de discriminación. Un lingüista extranjero residente en el país dijo una frase elocuente: “Abrir la boca en Chile equivale a entregarle tu ficha Casen al interlocutor” (Sadowsky en Opazo y Jaque, 2014). Un ejemplo en dos vertientes: la del estudio lingüístico y la de la percepción directa de los hablantes. No hace mucho, la Academia Chilena de la Lengua premió un excelente trabajo titulado “Alofonía sociolectal del fonema “ch” del español hablado en Santiago de Chile: un estudio sobre variación sociofonética y conciencia sociolingüística de adultos santiaguinos”. Este título, intimidante, se refiere muy bien, de manera científica y a la vez sencilla, a cómo los habitantes de Santiago perciben la diferencia social según cómo cada uno pronuncia la “ch”. 

			Haciendo un giro brusco desde esta tesis universitaria a la percepción popular del mismo hecho, veamos lo que decía una pancarta de las manifestaciones del 18 de octubre, que lo resume mejor que cualquier comentario: 

				Tchile despertó.

			Chile despertó.

			Shile despertó.

			Shile despertó.

			(No importa cómo lo diga, la cosa es que lo diga).

			Hablar y escribir de manera de no reforzar la desigualdad social que se encuentra tras muchas prácticas lingüísticas es un gran objetivo ciudadano; un objetivo aún mayor es el de habilitar, emancipar, “empoderar” a los ciudadanos para que la lengua que hablan sea un instrumento de ciudadanía plena.

			Peculiaridades de la lengua en Chile: la “variante chilena”

			Cada país hispanohablante habla el idioma castellano de una determinada manera: se podría hablar de una “vertiente” o de una variedad chilena, de una peculiar manera de usar el idioma común, que es poco perceptible para los chilenos mismos y suele hacerse mucho más evidente para los extranjeros. De hecho, la adaptación al “chileno” suele ser difícil para muchos que llegan al país habiendo aprendido el idioma en cursos dictados fuera; puede ser que por varios meses entiendan muy poco de lo que se dice a su alrededor. Esto corresponde a lo dicho antes acerca de la extensión de los registros familiares y vulgar a muchas otras situaciones del habla. Corresponde también a un fenómeno universal, que es el rápido cambio del léxico juvenil y de tribus urbanas, que por su impermanencia deja poca huella en diccionarios y otros libros de consulta.

			Se escriben libros más bien humorísticos para familiarizar a los extranjeros con el léxico actual de Chile y sobre todo con los dichos que se usan abundantemente en la conversación informal, en la calle y apenas se establece una mínima familiaridad en la vida social. Con el mismo objeto, se dictan cursos para quienes vienen al país a trabajar. Es muy reveladora la percepción de quienes los enseñan, pues están especialmente conscientes de las peculiaridades del habla chilena. Un profesor advierte en nuestro país “una incomodidad en comunicar directamente algo negativo”, lo que atribuye a la necesidad de cuidar las relaciones en un país “chico y aclanado.”

			Los estudios lingüísticos se han propuesto desde hace muchos años señalar rasgos propios del español de Chile. La obra de Ambrosio Rabanales fue pionera en este sentido y es un punto de referencia obligado respecto del léxico, la “norma culta”, el sentido del humor (tema que se retomará en el último apartado) y el eufemismo, entre muchos otros temas. En 2010 La Academia Chilena de la Lengua publicó el Diccionario del uso del español de Chile (DUECh), bajo la dirección de Alfredo Matus. El presente ensayo no pretende dar cuenta de la riqueza de este aporte académico; se refiere sólo a aquellos aspectos relacionados con su propio tema central, el del ejercicio de la ciudadanía.

			Una relación con el uso de la lengua se encuentra en un tono comparativamente “ladino” emparentado con usos campesinos tradicionales, cautelosos y evasivos. “Cazurro” es un adjetivo utilizado en este sentido, generalmente a manera de elogio y como referencia a una “astucia criolla”. El hablante astuto está consciente de un peligro y busca “atrapar” a su interlocutor, enredarlo en sus propias palabras, obtener información que aparenta poseer él mismo. La doble intención, el doble sentido, el reservarse las opiniones propias o darlas a conocer de manera equívoca, para provocar una situación difícil para el interlocutor, son propias de este tono. La descripción puede evocar el entorno campesino, pero en los entornos urbanos persiste un uso de la lengua intencionadamente equívoco.

			Las observaciones del cineasta chileno y francés Raúl (o Raoul) Ruiz, hechas desde muy cerca y a la vez desde muy lejos, son valiosísimas para dejar planteado el tema y dejan además varias interrogaciones pendientes para quienes estudien el habla chilena. “Lo que me gusta de Chile es esa manera tan especial que tenemos de hablar los chilenos y que muchos creen que viene de los años de la dictadura, pero yo sé, porque viví aquí, que antes de eso también era así (…) los chilenos a veces son capaces de hablar sin usar ni verbo ni sujeto, o usan los verbos y el sujeto desplazado, lo que hace que hablen horas y no se sabe de qué. (…) Esa manera incierta de hablar, que hace que todos los chilenos hablen como en las obras de Samuel Beckett, es interesante”. Ver Tres tristes tigres desde esta perspectiva, como lo han hecho Ascanio Cavallo y Bruno Cuneo, da perspectivas sobre lo escurridizo y lo ladino como elemento del habla chilena.

			Agrega Ruiz una variante que también es de interés lingüístico, sobre el acento: “Chile fabrica una forma muy curiosa de lenguaje artificial en el que la entonación tiene casi tanta importancia como las palabras que se emiten (…)”, otro de los dolores de cabeza de quienes enseñan el habla chilena a los extranjeros. 

			Y tiene además su propia observación acerca de “la sintaxis rara”. “Se empieza una frase y se termina con puntos suspensivos, se empieza otra y otra y lo que pasa es que la gente está hablando con tres discursos paralelos, y pasan de uno a otro como en una fuga de Bach y no dicen nada. Y, entremedio de todo esto, dicen contradicciones y constantemente están metiendo chistes que lo anulan todo” (Cuneo, 2013).

			Cuento estas citas de Ruiz entre lo más agudo que se ha dicho sobre las peculiaridades del habla de los chilenos desde el ámbito de la observación no especializada. Nicanor Parra es tal vez el poeta en que más podemos apreciar la recreación consciente de este vagabundaje de lengua y pensamiento; una ironía, un “hablar siempre entre comillas” a lo cual también se refirió Ruiz.

			Hay estudios lingüísticos acerca de la “atenuación” en el habla de Chile, entendiendo por ella el uso excesivo de eufemismos y diminutivos, por ejemplo, o bien, como se aprecia incluso en la prensa, el empleo extendido del condicional para evitar afirmaciones tajantes: “habría estado involucrado en actos de corrupción” (Puga, 1997). Estos usos timoratos llegaron culminaron con la locución “presuntos desaparecidos” durante el régimen militar.

			Esta situación, según quienes la han estudiado, excede el ámbito de lo lingüístico y tiene que ver con la historia, la sociología y la antropología, temas que superan los límites de este ensayo. Las feministas de los años setenta hablaban de “las tretas del débil”, y esa expresión resulta acertada no sólo cuando se refiere a las relaciones de género, sino también a todas las relaciones de desigualdad en el ejercicio del poder, tanto presentes como históricas. Una variante del castellano que se caracteriza por ser ladina y escurridiza está muy enraizada todavía en Chile, a pesar de las modificaciones que introduce la globalización de un “español estándar” mediante los medios de comunicación.

			“El último en darse cuenta de la existencia del agua es sin duda el pez”. Inmersos como estamos en la “vertiente chilena” del idioma español, probablemente sea difícil para nosotros darnos cuenta de sus diferencias. Lo que no podemos negar es que, cuando aparecen, tienen el signo de lo escurridizo, lo ladino, lo “zorro”, no de lo frontal. En comparación con el habla de España o de los rioplatenses, por ejemplo, muestran falta de asertividad. El hábito ancestral de irse por la tangente en el habla cotidiana, de evitar compromiso, parece poco propicio para favorecer el pleno ejercicio de la ciudadanía democrática, que es el eje de este ensayo; pero lo ladino tiene una contracara creativa que es preciso también examinar, aunque sea brevemente, con vistas a la nueva Constitución. 

			Libertad, ciudadanía e ingenio:  la lengua democrática y la emancipación ciudadana

			Refiriéndose a los Estados Unidos, el historiador Timothy Snyder señalaba hace dos años que el lenguaje estaba colapsando: que la gente usaba cada vez menos palabras, que se repetían frases hechas y consignas una y otra vez, lo que es funcional para la instalación gradual de la “normalización” de tiranías de cualquier signo. Por el contrario, opina en una entrevista reciente, un lenguaje que haga posible para cada persona una cierta creatividad, una combinación insólita de palabras que aparte de los lugares comunes, favorece un pensamiento ágil y crítico: usar así el lenguaje es “como el agua fresca, algo que te puede despertar”, para darse cuenta de que hay otras posibilidades en la realidad, de que es posible resistirse a repetir eternamente lo mismo o tener que plegarse siempre a lo que dicen en determinado momento los demás (Escobar, 2020). 

			A pesar de lo escurridizo, dubitativo y poco asertivo de gran parte del habla en Chile, no falta por estos lados “el agua fresca, algo que te puede despertar”. En 1988, año del plebiscito, año del “No”, el fenómeno de La Negra Ester fue el agua fresca. Las décimas de Roberto Parra, junto a la extraordinaria puesta en escena de Andrés Pérez, sintonizaron con el ánimo de una sociedad que se había liberado. Lo hicieron en clave carnavalesca, una clave que se ríe las jerarquías sociales y pone el mundo de cabeza. El despliegue de talentos se hizo en torno de la décima, forma de versificación popular por excelencia, la misma en que Violeta, hermana de Roberto, escribió su autobiografía y gran parte de sus canciones. Al prologar la primera edición, Nicanor Parra anotó: “Con La Negra Ester, su único libro publicado hasta la fecha, Roberto se sitúa —cuando menos— a la altura de sus hermanos mayores. Lo que no es poco decir, ¡caramba!”. 

			Lo extraordinario de la recepción de esta obra en 1988: un país sumamente enfrentado y dividido, tanto como ahora y es mucho decir, logró reconocerse a sí mismo más allá de las contiendas del momento. La varita mágica fue el sentido del humor de su lengua propia, “la jocosidad, el espíritu festivo, la gracia socarrona” que los estudios lingüísticos habían detectado muchos años antes (Ayala, 2011; Rabanales, 1953; Rabanales, 1956). Fue y es un hito en la vida cultural chilena, un momento de sintonía máxima entre la vida ciudadana y la producción artística. Tanta esdrújula parece quedarle grande a una historia de burdel de puerto, pero no es así. La sorpresa de reconocerse desde todos los estratos sociales, la liberación de ver a todos reírse de lo mismo y de sí mismos en esos personajes populares, demuestra una vez más la existencia en el habla chilena de un tesoro común, encarnado en palabras, giros, refranes, dichos, expresiones. Un espesor que es de este país y de cada uno de los criados en él y en su lengua propia. Un espesor capaz de unir: una parte fundamental de lo que nos es común. La lengua da en ese momento una muestra fulgurante de cómo forma parte del proceso personal y colectivo de cómo se constituye y se experimenta una común pertenencia igualitaria a una sociedad, es decir, cómo se constituye y se experimenta la ciudadanía.

			Demás está decir que este es un sólo ejemplo, notable por cierto, pero no único. Encontrar el talante de Chile en el habla es algo que se ha hecho en nuestra literatura, tanto popular como culta (sería bueno ir dejando de lado esta distinción) desde sus comienzos. Se trata de describir, reflejar, pero también ahondar y revelar: y sobre todo incorporar a la sociedad las voces y los matices que aún no se reconocen. El presupuesto de la ciudadanía actual es la igualdad y la no discriminación. En el marco de esa ciudadanía debe caber el habla de la multiplicidad de subjetividades que hoy se manifiestan en el país y que constituyen una diversidad nunca antes puesta en escena y en gran medida legitimada.

			Cabe recordar que las democracias históricas se han hecho sobre la base de muy importantes exclusiones. La definición de un ciudadano habilitado en Atenas, cuna de la democracia, ciertamente no incluía ni a las mujeres ni a los esclavos. A veces la habilitación del ciudadano pasó por la propiedad privada. Las razones de etnia, género y poder definían quiénes eran o no ciudadanos. En países de alta inmigración, como Argentina y Uruguay a comienzos del siglo xx, la educación pasó a ser una máquina de producción de ciudadanos: se trataba de que niños de ambos sexos y de muy distinto origen y costumbres llegaran a compartir esa condición, de imbuirlos de la lengua y la historia, y de enseñarles una disciplina compatible con la ciudadanía del país. 

			En nuestros días, la diversidad social hace que la ciudadanía sea más compleja. A la ciudadanía incorporan, en primer lugar, aunque más no sea por su número, las mujeres; las etnias originarias aspiran a una ciudadanía que reconozca sus valores y sus culturas; y los seres humanos se van haciendo a sí mismos, personal y colectivamente, mediante relatos construidos con las palabras que usamos, y todas sus connotaciones. Nuestra lengua, lo hemos dicho antes en el texto, no crea las discriminaciones y las exclusiones, pero las refleja, y su uso inconsciente tiende a perpetuarlas. El lenguaje no sólo puede revelar; también puede ser un conjunto de sesgos y de anteojeras que limite nuestra percepción acerca de los demás y los clasifique en lugares distintos a la igualdad ciudadana.

			Parte, entonces, de la construcción de una ciudadanía democrática e igualitaria pasa por un examen del lenguaje, por una conciencia de las discriminaciones que implica, y por una voluntad práctica de ir eliminando tales discriminaciones en el habla propia y en el habla colectiva. Las demandas clásicas del lenguaje inclusivo apuntan a la existencia de esas discriminaciones muchas veces inconscientes, y por eso deben tomarse en cuenta. La lengua que hablamos en Chile tiene múltiples recursos y agilidades que permiten ir más allá de fórmulas sintácticamente complicadas: tiene recursos de léxico, y tiene recursos de ingenio, y tiene las habilidades necesarias para contextualizar de manera oportuna cada uno de sus enunciados, a fin de reconocer la igualdad entre todos los ciudadanos y eliminar formas de discriminación.

			Podemos terminar volviendo a la libertad en el lenguaje, y a la creatividad en el lenguaje como expresión de esa libertad. La repetición de consignas, el pensamiento binario, la reducción del vocabulario, son sesgos y anteojeras que no permiten el desarrollo de un pensamiento propio en cada ciudadano. El lenguaje propio despierta y dinamiza un pensamiento propio, una libertad de pensamiento. Uno no piensa lo que quiere, piensa lo que puede; lo que el lenguaje que sabe le permite pensar. “Reconstruir las relaciones entre lugares e identidades, espectáculos y miradas, proximidades y distancias”, ¿no suena acaso a un ejercicio de imaginación, pero también a un ejercicio político de disenso, de resistencia, aplicable al arte, pero también a la vida ciudadana en que participamos? (Carnevale y Kelsey, 2007).

			Hay una relación evidente entre la creatividad, la riqueza de lenguaje y el ejercicio de una ciudadanía plena, asertiva e inspiradora para los demás. Hay una relación evidente entre el lenguaje y la emancipación ciudadana del pensamiento. Hacer del ejercicio de la palabra un ejercicio de emancipación para cada ciudadano, en su diversidad, es una tarea democrática por antonomasia, y es una tarea cotidiana para todos los que vamos haciendo nuestra lengua a través de nuestras intervenciones y nuestras conversaciones.

			

			
				
					1	En este texto, las palabras “emancipar” y “emancipación”, que tienen muchas referencias filosóficas, se utilizan en el marco de la reflexión de Jacques Rancière. 

				

				
					2	Gabriela Mistral: “Muchas de las cosas que nosotros necesitamos pueden esperar, los niños no pueden, ahora es el momento, sus huesos están en formación, su sangre también lo está y sus sentidos se están desarrollando, a él nosotros no podemos contestarle mañana, su nombre es hoy”. La neurobiología de nuestro tiempo le ha dado enteramente la razón. No sólo los huesos, la sangre, los sentidos: las neuronas de los niños no pueden esperar. La estimulación y el afecto, la conversación desde los primeros juegos de sonidos, van formándolas y abriendo posibilidades diferenciadas en las distintas etapas de la vida infantil. Por eso un programa como “Chile crece contigo” es inspirador y necesario de recordar cuando se habla de ciudadanía.

				

				
					3	Ambrosio Rabanales, con fines metodológicos, distinguió entre dos niveles socioculturales extremos, el culto y el inculto y, en cada caso, dos subniveles correspondientes a dos actitudes diversas —y también extremas— del hablante, formal e informal, lo cual da como resultado cuatro grandes normas diferenciables: la culta formal, la culta informal, la inculta formal y la inculta informal.
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 Experiencias y desafíos: la sociedad y sus individuos hoy4 


			Kathya Araujo

			Este texto es el resultado de largos años de investigaciones sociológicas sobre la sociedad chilena y las personas que la habitan. Me he interesado a lo largo de este tiempo por entender la manera en que se han transformado el tipo de desafíos que debemos enfrentar ordinaria y cotidianamente para poder enfrentar eso que podríamos llamar la existencia social. Esto es, por ejemplo, alimentarnos, entregar educación a nuestros hijos, proteger nuestra vida con cuidados a la salud, tener un trabajo, acceder a un salario, cumplir algunos sueños, vincularnos con quienes están encargados de gobernar el país, resolver las maneras en las que nos relacionamos con los otros, conseguir tener una imagen valorada y dignificante de sí, para mencionar algunos aspectos solamente. Me ha interesado no sólo saber cuáles eran estos desafíos y cómo eran, sino también la manera que las personas los enfrentaban y trataban de superarlos o resolverlos. Sobre todo, he querido saber las consecuencias de ello para las personas y para nuestra vida en común. 

			Para hacer estos trabajos, he entrevistado, observado, o conversado grupalmente con varios cientos de personas en estos últimos casi veinte años, y he leído, en toda la medida de mis posibilidades, lo que mis colegas han ido encontrando en sus propias investigaciones. Este texto intenta contar, devolver debería decir más bien, todo lo que en este camino he aprendido sobre cómo nos hemos ido transformando en las últimas décadas para llegar al momento actual, pero poniendo el acento en los y las individuos. Pretende terminar extrayendo brevemente las consecuencias de este trayecto para lo que viene. 

			Un diagnóstico sobre la sociedad chilena

			Una parte del debate científico social chileno de los últimos años, ya antes del estallido de octubre de 2019, parecía concordar en que la sociedad había sufrido una transformación extremadamente importante. Lo que variaba, por supuesto, era lo que los autores consideraban los rasgos, las razones y las consecuencias de esta transformación. Para algunos, los cambios en la sociedad eran resultado básicamente de que el país se había modernizado. Esta modernización implicaba una mejoría en las condiciones de vida, en particular en el acceso a bienes de consumo (viajes, electrodomésticos, aparatos electrónicos, ropa) pero también en educación y salud, y que todo ello había producido nuevas expectativas y nuevos valores societales. El desajuste entre el nivel de lo que las personas esperaban y la capacidad de la sociedad para responder a ello, se pensaba, era un factor de descontento, sin duda, Pero este descontento debía ser entendido como pasajero y, siempre, en el marco mayor de una percepción clara de mejora de la situación de las personas respecto a generaciones anteriores, así como de satisfacción por sus logros personales. 

			Otras posiciones, a distancia de las anteriores, han insistido más bien en los efectos negativos del modelo económico y de sociedad que se desplegaba en las últimas décadas. También aquí con muchas variaciones, es cierto, pero en lo esencial el argumento era que este modelo era productor de efectos que erosionaban las vidas personales y a la sociedad trayendo altos grados de descontento. Algunos los vincularon con el surgimiento de sentimientos de malestar, otros lo entendieron como consecuencias activas de la explotación o dominación, o, también, de un debilitamiento identitario que se vinculaba con una pérdida de la idea y experiencia de comunidad. 

			En el caso de mis investigaciones, lo que ellas me han mostrado es que las cosas son un poquito menos tajantes, y más una mezcla entre estas dos posiciones. Ha habido una mejora sin duda de las condiciones de vida, las que las personas quisieran mantener, y que valoran. Pero, al mismo tiempo, las personas tienen, y con razón, la percepción y vivencia que los costos de estos avances han ido sobre sus hombros, lo que ha generado un grado extremadamente alto de agobio y una evaluación de que las exigencias que deben enfrentar ordinariamente para poder resolver la cuestión de su existencia social son francamente desmesuradas5. 

			Pero, esto no es todo lo que mis estudios mostraron. Ellos revelaron que las cosas van un poco más allá. Mostraron que lo que atravesamos es más exigente y profundo. No es sólo descontento lo que está en juego. Eso es sólo una parte. No se trata solamente de que las exigencias sociales se hayan transformado, sino también, y esto es esencial, también los y las individuos son los que han cambiado. 

			En Chile, debido al cambio de la condición histórica acontecida en estas últimas décadas, ante la emergencia de nuevos tipos de exigencias, los individuos han debido renovar las formas de orientarse, presentarse, conducirse y relacionarse en la vida social. En otros términos, hemos enfrentado cambios en la sociedad que nos llevaron y nos siguen llevando a tener que modificar profundamente las herramientas con las que enfrentamos el mundo. 

			En este texto me gustaría presentar una parte de mis aprendizajes. Voy a tratar de describir los procesos que nos han traído hasta donde nos encontramos hoy, y que se explican a partir de los desafíos que hemos debido enfrentar y las respuestas que estamos empujados a dar. Pero, los discutiré principalmente para presentar sus consecuencias en los y las individuos, esto es, para describir y analizar algunos de los rasgos más importantes que toman los y las individuos en nuestra sociedad hoy. 

			Según lo investigado, los dos grandes procesos que aparecen como los más relevantes para explicar la sociedad chilena hoy son la instalación del llamado modelo económico y societal neoliberal y los empujes a la democratización de las relaciones sociales. Por razones de espacio voy a detenerme especialmente en el primero. Sin embargo, en la medida en que es imposible entender a la sociedad chilena y sus individuos hoy sin entrelazar ambos procesos, hacia el final haré una breve discusión del segundo para entender cómo las consecuencias de este le pone contexto a las del primero.

			
El cambio del modelo económico y social y sus consecuencias6


			Un primer proceso que moldea la condición actual de la sociedad chilena ha sido la temprana instalación y consiguiente maduración del modelo económico y social neoliberal, el que debe entenderse, además, en el contexto de la fase de crecimiento regional (América Latina) que lo acompañó. 

			El neoliberalismo es el nombre que recibe un tipo de modelo económico fundamentado en la premisa de fomentar la libertad del mercado disminuyendo las regulaciones y protagonismo del Estado, es decir, en la confianza en que la autorregulación del mercado sería virtuosa para la economía. Chile fue uno de los primeros países en el mundo en ponerlo en práctica. Se inició con un conjunto de medidas económicas que progresivamente se convertirían en un “modelo”: privatizaciones, liberalización económica, desregulación, subsidiaridad del Estado, apertura a la competencia internacional, flexibilidad laboral, entre otras. Su instauración no fue, sin embargo, lineal. 

			El modelo del orden neoliberal implementado después del golpe de Estado de 1973 por los denominados Chicago Boys chilenos conoció en su camino importantes correcciones. Primero, como consecuencia de la severa crisis que se desencadenó en el país en la primera mitad de los años ochenta se produjo un desplazamiento del poder desde los tecnócratas más ortodoxos del modelo, hacia un equipo más pragmático, el que le dio más presencia a la acción estatal y propuso nuevas medidas. Segundo, un ajuste del modelo resultado de una ofensiva (1985-1989) que constituyó a los empresarios en un verdadero actor social. Tercero, su consolidación, la que ha sido ubicada en la vuelta a la democracia y en los veinte años de gobierno ininterrumpido de la Concertación de Partidos por la Democracia. Aun cuando la estabilización económica era ya visible desde la segunda mitad de los años ochenta, fue solamente desde 1990 a través de la gestión de esta coalición, como lo sostienen algunos analistas, como se habría en verdad consolidado el modelo. 

			En este marco, las condiciones de vida de las personas mejoraron. Como da cuenta el Banco Mundial, en su base de datos de acceso libre, en estas décadas hay un aumento sostenido del Producto Interno Bruto, una medida usada internacionalmente para medir la riqueza producida por los países. En el caso de Chile, ella casi se triplicó entre los años 1995 y 2019. También se dio una importante reducción de la pobreza. De acuerdo al informe de Evolución de la Pobreza del Ministerio del Desarrollo Social y Familia, entre los años 1990 y 2017, la incidencia de la pobreza por ingresos se redujo de un 68,5% a un 8,6%. También se generó una mejora de condiciones de vida de las personas. Por ejemplo, como ha señalado un estudio de Tomás Ariztía, en 1987 el 7% de los hogares más pobres poseía 3 bienes tales como lavadora, televisor, refrigerador y cocina a gas, mientras que en el 2002 cerca de un 74% poseían 3 o más de estos. Una mejora sensible cuando se piensa en cómo ellos ayudan a resolver las tareas domésticas. Pero, también, algunas actividades de recreación y cultura comenzaron a expandirse en la población. Un buen ejemplo son los viajes al exterior. Según la Subsecretaria de Turismo, entre los años 2010 y 2019, existe un aumento constante de vacaciones en el exterior de residentes de Chile, pasando de 2.758.314 a 4.090.723 viajes anuales. En este mismo sentido de mejora, puede considerarse el aumento del nivel de escolaridad de la población. Los años promedio de escolaridad aumentaron de 9 a 11,2 años entre los años 1992 y 2017. Así, ha habido un muy importante aumento de las personas que han terminado la educación secundaria (media) y superior entre los años 1992 y 2017, disminuyendo así el número de personas cuyo último nivel de escolaridad era la educación primaria (básica). 

			Pero, si todo esto es cierto, y hubo una mejora en las condiciones de vida, también es cierto que ello se alcanzó, en mucho, cargando fuertemente los costos de la transformación sobre los hombros de las y los individuos corrientes. Las condiciones de vida fueron aparejadas a un deterioro de la calidad de vida. Un buen ejemplo de la manera en que las personas cargaron sobre sus hombros estos costos, lo da, por ejemplo, el alto grado de endeudamiento actual de las familias. En torno al 75% de las familias están endeudadas, según el informe de cuentas nacionales por sector institucional del Banco Central de Chile para el segundo trimestre del 2020, lo que se encuentra en buena medida vinculado a salarios bajos e insuficientes. De acuerdo a la Fundación Sol, de un total de 8.690.487 trabajadores y trabajadoras, actualmente un 22,4% de ellos y ellas percibe en su ocupación principal menos de $250.000, un 50% obtiene un sueldo líquido de $401.000, un 66,6% gana menos de $550.000 y un 80,6% percibe menos de $800.000. Siendo sólo un 13,8% el que gana igual o más a $1.000.000. Lo anterior quiere decir que 1.950.209 de trabajadores o trabajadoras obtiene menos del sueldo mínimo ($326.500 brutos) y que dos de cada tres trabajadores (66%) ganan menos de dos sueldos mínimos. 

			Pero, estos cambios, además y de manera muy importante, obligaron a las personas a cambiar las formas tradicionales de pensar y enfrentar la vida social. 

			La instalación del nuevo modelo enfrentó a los individuos a la necesidad de reformular su condición de sujetos económicos y laborales. Esto quiere decir que debieron enfrentar una transformación muy importante del mercado de trabajo y de las relaciones laborales. Ellas se han caracterizado por una importante precarización del trabajo, flexibilización del mismo, el debilitamiento de formas colectivas de negociación, los bajos retornos salariales para una importante parte de la población, o una expansión de la poliactividad (trabajos simultáneos).También las personas debieron encontrar nuevos acomodos frente a la ampliación de esferas que se desarrollan bajo la lógica de mercantilización. La salud, la educación y las pensiones son algunos de los múltiples ejemplos que podrían darse, pero quizás los más significativos. La privatización de los servicios de salud aportó a una creciente brecha entre la salud pública y privada. La de la educación, la abrió a lógicas de mercado que, si bien aportaron a una incorporación de una mayor población, lo hicieron principalmente a costa de los esfuerzos familiares y ampliaron la distancia entre la educación que reciben los más privilegiados y los otros. La de las pensiones, arrojó a un contingente muy grande de personas a la precariedad o a la expectativa de un futuro caracterizado por la precariedad.

			La transformación del Estado en la manera en que entiende funciones fue un aspecto extremadamente relevante en este escenario. Esta comprensión implicó varias cosas. Entre ellas, el Estado debería reducirse a suplir lo que otros actores, como las familias, los privados o los individuos, no pudieran o no quisieran suplir; debería intervenir sólo en casos extremos; y no era el único que podía proveer servicios, con lo que se abrió la puerta a los privados como proveedores de los mismos. Se autocomprendió, así, como lo que se suele denominar un Estado subsidiario, lo que, aunque sin estar escrito prima como espíritu en la Constitución de 1980. 

			Lo anterior implicó una fuerte reducción de los servicios y las protecciones sociales entregados por el Estado. Impulsó el debilitamiento de la idea de servicios y protecciones universales para la población en favor de la focalización en grupos muy vulnerables, lo que afectó el principio de solidaridad como fundamento de nuestro vínculo social. Aportó a una promoción generalizada de los rendimientos individuales por sobre los colectivos. Tuvo como efecto una insuficiente regulación de las relaciones entre las personas y el mercado. Esto ocurrió ya sea dejando desprotegidas a las primeras a la “letra chica” del segundo o a los abusos de este (colusiones, etc.). O privilegiando intereses económicos o de productividad por encima de lógicas de uso (como en el caso de la ciudad). O generando formas de medir su propio funcionamiento de tipo economicista más que volcadas a producir intervenciones a largo plazo y con sentido para las personas y comunidades. Invirtió muy poco en mejorar su propia capacidad y eficacia real para atender a la población, no estimular autoprotecciones en la población, por ejemplo, por medio de educación financiera. 

			Pero, la transformación del capitalismo chileno no implicó sólo una transformación de las bases económicas sino una nueva oferta de modelo de sociedad. Las exigencias para las personas, así como las relaciones entre los grupos sociales fueron impulsadas hacia una profunda transformación. Se introdujeron junto a transformaciones estructurales un conjunto de representaciones y valores que fueron constituyéndose en robustas y legitimadas imágenes ideales sociales que impactaron a individuos e instituciones. 

			Para empezar, la imagen de una sociedad perfectamente móvil y, sobre todo, competitiva. Ello se acompañó de la valorización de la ambición personal y la confianza en el esfuerzo propio. Luego, la entronización de una idea de las personas como fuertemente responsabilizadas de su destino personal. En tercer lugar, una figura de individuos concebidos principalmente como propietarios de diferentes formas de capital que ellos están obligados a obtener y aumentar (estudios, compras de bienes, redes, etc.). La valorización social de las personas se centró particularmente a partir de este carácter de propietarios. Finalmente, una oferta de integración (a la sociedad) que se dio vía el consumo, y que tuvo al crédito (y no al salario) como la herramienta fundamental de esta oferta. 

			¿Cuáles han sido las consecuencias más relevantes de estos cambios en los y las individuos? Quizás cuatro de las más visibles sean las siguientes: una imagen fortalecida de sí; distancia con las instituciones; la auto-orientación, y la resignificación de los mínimos vitales dignos. En lo que sigue presentaré estos cuatro rasgos discutiendo sus implicancias para la vida social. 

			Una imagen fortalecida de sí

			Las transformaciones acontecidas particularmente en las esferas económica y laboral traen una elevada exigencia de hiperactuación para cada individuo, pero con apoyo de sus relaciones más cercanas. Los individuos están obligados a constituirse como señalamos ya en un trabajo anterior en “Híper-Actores Relacionales”. 

			Empujada ya sea por los profundos procesos de privatización de salud, educación y pensiones o por la pérdida de protecciones laborales, por los efectos de fragilización de las posiciones sociales y su creciente inconsistencia entre otros factores, en las últimas décadas la vida social ha exigido de las personas el desarrollo de la iniciativa personal y del despliegue de un conjunto de estrategias múltiples y en términos generales, individuales. 

			Híper-actores: un buen ejemplo, es la pluriactividad. Dada la precariedad de su inserción laboral, el acelerado proceso de multiplicación y la pérdida de organicidad de los vínculos de dependencia, los bajos salarios, las personas están obligadas a una fuerte movilidad en el mercado de trabajo que se traduce en una baja proporción de trabajadores en trabajos protegidos, y la tendencia, como lo muestran nuestros resultados, a tener simultánea o secuencialmente varias actividades laborales. La pluriactividad secuencial y la pluriactividad simultánea, multioficio o mono-oficio, y la heterogeneidad y movilidad que implican, exigen a los individuos destrezas que les permitan aprovechar las oportunidades que se le presentan y el emprendimiento de búsquedas activas e individuales de las mismas. 

			Relacionales: es en función, también, de la incerteza respecto a sus posiciones sociales, y por cuenta del debilitamiento de las protecciones sociales que esta necesidad de hiperactuación se impone en la forma de un enorme esfuerzo de cultivo e inversión en redes de contactos o familiares, es decir que los empuja a constituirse en híper-actores pero relacionales. 

			Estas redes familiares y amicales de relaciones tienen una importancia central en cuanto apoyos para enfrentar crisis de salud o financieras; para acceder a todo tipo de recursos (préstamos de recursos no monetarios, como por ejemplo uso de vehículos o saberes de oficio por parte de amigos o familiares); posicionarse en la vida laboral (por medio, por ejemplo, de informaciones extra-oficiales o de movilización de “pitutos”), para establecer planes a largo plazo (vivir en la casa de familiares para ahorrar para una vivienda propia) o simplemente para resolver problemas de gerenciamiento doméstico (cuidado de los niños). 

			Estas redes funcionan como soportes principales para las personas, ellas, pero, al mismo tiempo, exigen una altísima inversión de tiempo y de energías para su establecimiento y para su sostén. No son meras movilizaciones instrumentales y pragmáticas. Implican, como lo ha mostrado nuestro trabajo de investigación, apegos afectivos y emocionales y un reconocimiento profundo de su valor como sostenes existenciales. Un trabajo fino e intenso de mantenimiento de estos vínculos, contra lo vaticinado por quienes imaginaban la ruptura de los lazos comunitarios, es llevado a cabo, con los costos personales no menores que acarrea respecto de sus tiempos personales y de participación colectiva, pero también, en términos de sus consistencias morales (por ejemplo, en las tensiones que viven muchos jóvenes entre sus deseos de autonomía y su sometimiento a reglas familiares por causa de sus dependencias a ella). 

			En cualquier caso, y como resultado de estas exigencias, una nueva y fortalecida imagen de sí y una aumentada confianza en las habilidades propias ha aparecido. De este modo, la experiencia recurrente de una exigida puesta a prueba de sus habilidades individuales para lidiar con la vida social ha aportado al fortalecimiento de la autoimagen de los actores. Las experiencias, a estas alturas de varias décadas en las que han debido poner a prueba sus habilidades y capacidades personales para de forma mayormente individual enfrentar la vida social, les ha producido un saber sobre sí mismos como capaces de lidiar por sí mismos con la vida social. No es, en este sentido, la esfera política la que ha aportado centralmente al fortalecimiento de la autoimagen de los actores sociales. Son las exigencias de este nuevo modelo económico y societal en su traducción en la vida ordinaria de cada cual, las que en su acción de varias décadas han aportado, de manera no planeada, a que hoy la sociedad chilena cuente con individuos con una imagen fortalecida de sí. La exigencia a la hiperactuación termina por producir en las personas una confianza aumentada en sus propias capacidades y posibilidades de actuar en el mundo. Pero, al mismo tiempo, a un sentimiento cada vez mayor de desgastes y agotamiento por causa de lo que perciben un mundo social de exigencias desmesuradas que deben enfrentar en relativa soledad.

			La distancia con las instituciones

			Un segundo efecto ha sido el fortalecimiento de la convicción de tener que actuar sin las instituciones. Los efectos de la hiperactuación exigida antes mencionados, se acompañan al mismo tiempo por una atenuación del sentimiento de dependencia de las instituciones. Los individuos que han sido impulsados a una búsqueda activa, principalmente individual, aunque en algunas ocasiones tome formas colectivas de soportes, tienen la impresión de poder prescindir de las instituciones. Lo anterior, a pesar de que ello no sea objetivamente cierto y que buena parte de sus reclamos y demandas puedan estar dirigidas a ellas. No importando la evidencia: la convicción es que se podría estar y enfrentar la vida social sin ellas. Aún más y en mucho a causa de la desregulación de la relación entre instituciones e individuos (el mercado o los servicios de salud, para dar sólo dos ejemplos), las personas tienen la impresión no sólo que se puede prescindir de ellas, sino que se debe prescindir de ellas, o, todavía más, que se debe incluso actuar en contra de ellas. 

			Esta prevención respecto de las instituciones es resultado de la convicción que suelen tener las y los individuos que la interacción con las instituciones implica tener siempre en cuenta las amenazas que pueden provenir de ellas (abusos, pérdida de oportunidades por un funcionamiento discrecional de las mismas, entre muchas otras). Pero, también, esta posición defensiva y de distancia proviene del sentimiento constituido por un conjunto muy grande de experiencias de tener que enfrentar las exigencias desmesuradas que les hacen en tanto individuos (por ejemplo, con la demanda del “trabajo-sin-fin” que caracteriza el mundo laboral). 

			La distancia con las instituciones es, por cierto, un efecto esperable de esta constelación de desconfianza, alerta y actitud defensiva que se ha producido como efecto de largo tiempo de experiencias con ellas. Los y las individuos en la sociedad chilena hoy se piensan a sí mismos con frecuencia como estando a distancia de las instituciones y el sentimiento de base suele ser la desconfianza y, dada su autoimagen fortalecida, la convicción de poder simplemente prescindir de ellas.

			Orientarse por sí mismos

			Lo que también encontramos en nuestros trabajos es una renovada exigencia de auto-control y de auto-orientación. Las formas de conducirse u orientarse en el mundo social no son pensadas por las personas como sostenidas ni en las normas colectivas comunes ni en los valores que habíamos asumido como colectivos por costumbre. Para muchos, las formas en que me oriento en el mundo social (las decisiones que tomo o las maneras en que elijo conducirme en él), son concebidas como resultados principalmente individuales. No es por supuesto que no se sigan las normas sociales comunes. Evidentemente, no es así, porque si no sólo habitaríamos el caos y no es el caso. Pero el sentimiento más extendido es que en lo que respecta a qué elijo o cómo me conduzco, lo esencial es un proceso que le compete a cada cual individualmente. 

			Ser un sujeto de crédito es quizás la cuestión más expresiva de este decurso. La llegada del crédito a amplios grupos de población antes excluida de él exigió la producción de modos de autocontrol nuevos. Pero, ello aconteció sin fórmulas colectivas que definieran lo que era mucho o poco, o de fórmulas valóricas que contrabalancearean las ofertas abiertas por la combinación de acceso a crédito y empuje al consumo que se asoció a la instalación del modelo neoliberal. La sociedad no contaba con un consenso sobre las proporciones y no hubo un trabajo de producción del mismo, por lo que la población se encontró frente a una oferta a la que enfrentó sin contar sin diques colectivos. Más que mantenerse solamente en la pura alienación y el goce consumista, como lo preveía Moulian en su famoso libro Anatomía de un mito, los individuos tuvieron que hacer aprendizajes individuales en muchas ocasiones extremadamente dolorosos. Tuvieron que aprender a orientarse por sí mismos en sus decisiones. El endeudamiento, si bien es una realidad extendida hoy, es parte también de la memoria traumática colectiva asociada especialmente a la década de los noventa. Por supuesto, estas experiencias de endeudamiento se asocian con la desconfianza a las instituciones y al sentimiento de amenaza que provendría de ellas. Pero ellas también, resulta esencial tomarlo en cuenta, generaron el sentimiento de que la orientación y la regulación de los actos y decisiones en la vida social es algo que le competía a uno personalmente. El viejo modelo del tutelaje de la población (la población colocada en el lugar de menor de edad, o incapaz de juicio, justifica que las élites o la clase gobernante tome las decisiones por ella) se vio puesto en cuestión por estas nuevas constataciones respecto a que para enfrentar las incitaciones corrientes de la vida social más que modelos compartidos y externos había que contar principalmente con las propias fuerzas de autocontrol y las habilidades de auto-orientación.

			La mejora de las condiciones de vida y la resignificación del mínimo vital digno

			Un aspecto que se modificó de manera importante en las personas ha sido el horizonte de aquello a lo que legítimamente se puede aspirar. Es decir, se generó una re-estructuración del significado de lo que es el mínimo vital, entendido en un sentido amplio y no sólo material, considerado como digno. Lo anterior ha sido resultado, por supuesto, pero sólo en parte, de la mejora de las condiciones de vida, lo que, por cierto, no necesariamente se ha traducido de manera directa en un aumento del bienestar personal, como ya señalamos. Esta mejora de las condiciones de vida es claramente percibida, lo que explica que cuando se hace juicio sobre las comparaciones en términos de generaciones, las personas suelen admitir en un alto porcentaje que su situación es mucho mejor que las de sus abuelos. Esta es una mejora asociada, como ya señalamos, con el enriquecimiento del país en el contexto del ciclo económico que atravesó la región de América Latina, y, especialmente, del acceso al crédito y al consumo dada la muy limitada re-distribución de la riqueza producida en estos años. En Chile, se dio una suerte de “efecto ascensor”, para usar una imagen utilizada por el sociólogo alemán Ulrich Beck. Es decir, como la sociedad se enriqueció, todos los estratos sociales se elevaron en algo, pero sin que la estructura de conjunto se haya modificado y, al contrario, con los sectores más ricos agrandando cada vez más su distancia con los más pobres. El 1% de la población concentra el 33% del ingreso producido en el país, según el Informe de Desarrollo Humano de 2017 del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 

			Más allá de lo anterior, las mejoras en las condiciones de vida han derivado en un aumento de las expectativas de acceso al consumo y de mayor participación en el reparto de la riqueza, como lo han señalado algunos. Sin duda, también, como lo muestran nuestros resultados, las personas valoran de manera importante los saltos intergeneracionales en la calidad de vida que les muestran sus propias historias, no están dispuestas a renunciar a ellos, por mucho que puedan considerar con claridad las injusticias y la explotación que trae el “sistema” hoy. 

			Al mismo tiempo, y esto es muy importante, ella se ha traducido en una imagen de mayor cercanía respecto de otros grupos sociales. Cercanía que, aunque no es en absoluto una evidencia concreta, más bien al contrario, hoy ordena las expectativas de las personas acerca de lo que idealmente deberían ser las distancias sociales, y su rechazo a las formas en que éstas han sido gerenciadas tradicionalmente por las élites. 

			
Los empujes a la democratización de las relaciones sociales como proceso paralelo7


			Lo antes descrito se ha combinado con un segundo proceso que ha participado en darle forma a la sociedad actual: los diferentes empujes a la democratización de las relaciones sociales (las relaciones entre hombres y mujeres, niños, niñas y adultos, pero también en las relaciones interpersonales entre los diferentes grupos sociales). Este empuje no es solamente ni principalmente un empuje a la transformación en términos políticos, jurídicos institucionales, sino que es central en sus consecuencias para las formas que toma la sociabilidad y para las representaciones que tenemos de los otros de nuestras relaciones con ellos y con la sociedad en general. Este se ha producido por la acción combinada de un conjunto de actores (el Estado a partir de 1990; los medios de comunicación y sus mensajes; los diferentes movimientos sociales; diferentes organismos internacionales, entre otros). Lo esencial es que todos estos actores cada uno a su manera impulsó tanto el mensaje que éramos sujetos de derechos como la promesa de igualdad no sólo social sino entre las personas. 

			El encuentro de estos mensajes y promesas se topó con la pervivencia de lógicas sociales que continuaban gobernando las maneras en que nos relacionamos unos con otros que los contradecían. 

			La promesa igualitaria dio lugar a una traducción muy importante: las expectativas de horizontalidad. Es decir, de un trato horizontal en los intercambios cara a cara, lo que implica nuevas exigencias en la sociabilidad. Se han puesto en cuestión, por ejemplo, los principios jerárquicos y el hecho que ciertos grupos sociales hicieron parecer naturales estas jerarquías que habían regido históricamente las formas de relación e interacción entre grupos sociales (los privilegios indebidos de unos sobre otros, el ninguneo, etc.). Se han transformado lo que consideramos ejercicios de poder justificados. Se abre un rechazo compartido y público al uso del poder que es percibido como desregulado. El abuso de los poderosos, el maltrato del superior, la exclusión por parte de las élites, el funcionamiento de las redes de influencia y poder, son algunos ejemplos. Se rechaza los privilegios indebidos en nombre del mérito que es movilizado como uno de los más importantes criterios para medir la justicia de la sociedad.

			De manera muy importante, esta situación aporta al surgimiento de una conciencia muy aguda del abuso. El abuso es percibido, rechazado, denunciado. Es cierto, que la conciencia del abuso no es un fenómeno de hoy, pero lo que es relevante aquí es que cobra un nuevo peso moral y político. El lenguaje del abuso y de la falta de respeto, en efecto, se ha convertido en expresión natural para designar lo que se percibe, cada vez más, como el fruto de actitudes política y moralmente intolerables. El proceder abusivo justifica la consideración de falta de legitimidad pública y se constituye en argumento válido para la desobediencia. 

			Así, la suma de promesas y desencantos respecto a la democratización de las relaciones sociales han modificado las maneras en que los y las individuos se piensan a sí mismos, pero también los principios a partir de los que comprendían y organizaban las relaciones con los otros, con las instituciones y, más allá aún, su relación con la sociedad. Lo anterior significa que se ponen en cuestión los principios y las lógicas que ordenaban las relaciones entre los individuos y entre estos y las instituciones. 

			Sin embargo, como aún no surgen otros nuevos, la incertidumbre en las relaciones se abre lugar: ¿a quién le toca el asiento en el metro?; ¿qué es una muestra de respeto?; ¿qué me toca a mí y qué le toca al otro cuando nos encontramos en la calle?; ¿qué y cómo puedo exigir a una institución, por ejemplo, cuando estoy en un consultorio?, para mencionar sólo algunas. Esta incertidumbre y la falta de acuerdo colectivo sobre cómo resolverla, han aportado a una generalización de relaciones sociales irritadas. Ello expresa en la proliferación de conatos de conflicto o microconflictos en situaciones tan cotidianas como manejar el auto, ser atendido en un restaurante, o transitar en un supermercado. En cada encuentro se abre una disputa en la definición de los lugares sociales y las atribuciones que legítimamente le corresponde a cada cual en la forma de trato o en el establecimiento de las consideraciones que uno o el otro merecen8.

			Esta irritación es resultado al menos de dos cosas. Primero, de la presencia de una alerta y aún de un sobrealerta, en las relaciones con los otros, a los signos de posible desregulación en el trato hacia uno. Esta alerta es, por supuesto, el fundamento de la denuncia, pero, también, cuando se convierte en sobrealerta, es el combustible para la propia reacción irritada y aún abusiva respecto al otro. La presuposición de estar siendo abusado o la sospecha de que el otro quiere abusar de uno, funciona como premisa, y ordena acción y reacción irritada. Segundo, que a pesar de que mucho ha sido puesto en cuestión en lo que ordenaba históricamente nuestras relaciones sociales, una cosa se ha mantenido: seguimos considerando que la forma de enfrentar nuestras relaciones con los otros es a partir de la confrontación de poderes. Es decir, que las situaciones sociales se resuelven principalmente a partir de una exhibición del poder y la fuerza de la que podemos hacer uso, y, por tanto, consideramos que en la vida social las opciones están reducidas a que nos pasen a llevar o que pasemos a llevar. Mejor dicho: que si no pasamos a llevar al otro (o al menos mostramos que seríamos capaces de hacerlo), el otro de todas maneras nos pasará a llevar. 

			A modo de conclusión

			Las personas perciben lo acontecido en las últimas décadas como un auténtico cambio histórico. Lo anterior no tiene que ver con ninguna percepción abstracta, sino con la experiencia vívida de tener que enfrentar en la vida ordinaria desafíos para los cuales las estrategias, o el “saber” sobre lo social acumulado, dejaron, en la percepción de las personas, de funcionar de manera exitosa o, al menos, engranada. De esta manera, ellas sienten que esto ha significado un empuje a la reconfiguración de las formas de “hacer” y conducirse en lo social; una modificación del conjunto de herramientas prácticas y de sentido que se requieren para la vida en sociedad. Pero, también, han enfrentado nuevas ofertas y promesas para producir la imagen de sí y de lo que justificadamente pueden esperar. Las modalidades de individuo que encarnan se han producido, precisamente, al enfrentar estos desafíos y promesas y como efecto del acumulado de experiencias que les ha tocado atravesar. Individuos más fortalecidos, más auto-orientados, más distantes de las instituciones, con otras demandas acerca de lo que es lo digno materialmente y en términos del trato que reciben, pero también, más irritados y con más dificultades para ver el bosque y no sólo el árbol. En el trayecto, estos procesos, por su parte, han llevado a que los principios y lógicas con las que hemos solido ordenar nuestras relaciones sociales se pusieran en cuestión, así como también los ideales societales que se expandieron. Abriendo algunos desafíos centrales para la sociedad y para los individuos. 

			Lo que he investigado, y que he intentado compartir en este texto, revela que la sociedad se encuentra hoy frente a una tarea extremadamente importante: la reconstrucción de los principios que nos acomuna. En este contexto, el proceso constituyente es sólo un paso. No es el punto de llegada. Es un marco, por cierto, y es importante. Pero lo que es la tarea esencial, no es sólo jurídico. Es producir, imaginar, nuevos principios para la convivencia que hagan posible la vida conjunta. Es un proceso que ya está en marcha en la sociedad. En este contexto, el estallido social y la pandemia lo que han hecho es expresar este movimiento en curso. Pero ellos nos han mostrado sobre todo lo que NO queremos. Ahora debemos entrar con seriedad a establecer lo que queremos. No es una tarea simple. Si transversalmente podemos estar más o menos de acuerdo, a grandes trazos, con lo que no queremos (una vida tan exigida; el abuso; etc.), hay una pluralidad muy grande de posiciones sobre lo que queremos. Esa multiplicidad debemos hacerla converger en unos mínimos de acuerdo para garantizar un piso común. Pero no es simple no sólo porque son muchas las posiciones en juego, sino también, porque son muchas las cuestiones que debemos resolver: las formas en que hemos distribuido poder social entre los miembros de la sociedad (afectando históricamente a mujeres, niños, minorías sexuales, o etnias); las maneras en que resolvemos la regulación social y el control, esto es, cómo regulamos las relaciones entre los individuos (que implican necesariamente conflicto) y cómo protegemos a los más débiles; cuán admisible es el uso de la fuerza en nuestras relaciones sociales e interpersonales; cómo establecer las relaciones entre individuos e instituciones; cuándo podemos considerar que una jerarquía es aceptable y justificada; cuáles son los contenidos del respeto; de qué manera alcanzaremos a renunciar a usar la confrontación de poder como forma principal de pensar las relaciones con los otros. 
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